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HUANDO: REFORMA AGRARIA Y DERECHO 

Decir que la parcelación del fundo Huando, su pos­
terior declaración de nulidad y la afectación total de 
las tierras que le pertenecían fueron problemas pura­
mente legales, es caricaturizarlos. Huando fue un pro­
blema político, como también lo es la Reforma Agra­
ria, que no puede definirse sólo como la vigencia y 
aplicación de un conjunto de normas legales. Conse­
cuentemente, Huando se encaró como un problema 
político: se publicaron resoluciones directorales que 
por su jerarquía legal rara vez aparecen en el Diario 
Oficial, se emitieron comunicados oficiales y gremia­
les y la polémica saltó por varios días a la primera 
plana nacional. 

A pesar de ello, el caso tuvo aspectos legales esen­
ciales que quedaron opacados en la discusión. La 
magnitud de los intereses que en ese momento se 
jugaron y el innegable golpe de timón que sufrió el 
proceso de Reforma Agraria en la Costa a partir de 
allí, excedieron los linderos de las mil quinientas hec­
táreas del fundo. En Huando se decidió la suerte del 
proceso de parcelaciones por iniciativa privada lleva­
do a cabo, entre los meses de octubre y noviembre 
de 1969, en los departamentos de Lima e lea de 
acuerdo a las normas originales del Título IX del 
Decreto-Ley 17716 y su reglamento, el Decreto Supre­
mo 165-69-Ap. Después de Huando se revisaron di­
chas parcelaciones y un apreciable número de ellas 
fue anulado por diversas irregularidades legales en su 
ejecución. 

Nuestro interés en este artículo es estudiar los pro­
blemas jurfdicos que se presentaron en este caso. La 
peculiaridad de los temas a tratar, nos dará posibi­
lidad de efectuar algunas consideraciones teóricas. 

En la complejidad del caso, sin embargo, no se 
discutió solamente sobre la validez de la parcelación. 
De hecho la demanda de Huando S. A. contra el Su­
premo Gobierno y el posterior recurso de apelación 

contra la sentencia de primera instancia, se fundamen­
taron en una serie de problemas administrativos y pro­
cesales que hacen de la Sentencia del Tribunal Agra­
r;o, una Ejecutoria de Derecho Administrativo y Pro­
cesal, antes que una sobre Derecho Agrario sustanti­
vo. Por ello, nos referiremos a algunos de los múl­
tiples pronunciamientos que, en estos aspectos, trae la 
resolución final del proceso. 

1. Las parcelaciones por iniciativa privada en el D.L. 
17716 

La versión original del D. L. 17716, en el Título IX, 
traía una serie de normas sobre parcelaciones por ini­
ciativa privada, que aparecieron en la Ley como la 
colaboración del Sector Privado para la ejecución del 
proceso de Reforma Agraria. 

Básicamente se exigía que, bajo la supervigilancia 
y aprobación de la Dirección General de Reforma 
Agraria y Asentamiento Rural (DGRA-AR en adelante), 
los fundos se dividiesen en dos mitades. Sobre una 
de ellas se constituiría parcelas cuya extensión indi­
vidual no sería superior al triple de la Unidad Agrí­
cola Famlliar (1) y sobre la extensión restante, par­
celas que no excediesen el mínimo inafectable legis­
lado para la zona (2). Se establecía, asimismo, que 
la DGRA-AR afectará los predios parcelados ,en con­
travención a lo establecido por la ley. 

El reglamento fue dado en el mes de agosto de 
1969 y en él se establecían el procedimiento y re­
quisitos necesarios para efectuar las parcelaciones por 
iniciativa privada. 

l. Para estos efectos, puede considerarse que la Uni­
dad Agrícola Familiar mide 15 hectáreas. 
2. Los mínimos inafectables varían entre 15 y 150 hec­
táreas según el lugar. 
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Fue recién a mediados del mes de octubre de 1969 
que se empezó a autorizar parcelación de fundos rús­
ticos. El proceso se realizó casi exclusivamente en 
los departamentos de Lima e lea. Ya en los prime­
ros días de noviembre empezaron las protestas de los 
trabajadores que laboraban en las haciendas parcela­
das o en vías de :parcelarse. El descontento fue en 
rápido aumento y, el 26 de noviembre de 1969, el 
Gobierno promulga el D. L. 18003 que modificaba sus­
tancialmente las normas de parcelación. 

El sistema sustitutorio, hoy incorporado al Título IX 
del Texto Unico Concordado del D. L. 17716, es bas­
tante complejo pues legisla de manera diferente a los 
predios según su extensión y su destino económico 
(tierras de cultivo, de pastos para ganado, etc.). Basta 
decir que sólo se permite una parcela equivalente al 
mínimo inafectable, no debiendo exceder, las demás, 
de treinta hectáreas cada una. De igual manera, se 
exige transferir una parcela multifamiliar a los traba­
jadores estables y, casi la mitad de la tierra parce­
lada, a campesinos individuales, o agrupados en coo­
perativas, SAIS (Sociedades Agrícolas de Interés So­
cial), etc. 

Con estas n~..:evas reglas se pretendía hacer un re­
ajuste a fin de que la ejecución de parcelaciones es­
tuviese de acuerdo al espíritu de la Reforma Agraria 
implantada. El hecho de que a partir del D. L. 18003 
no se haya efectuado ninguna otra parcelación, no ha­
ce sino corroborar que, lejos de ser una colabora­
ción a la ejecución de la Reforma Agraria, las par­
celaciones fueron utilizadas para evitar la aplicación 
de las causales de afectación (3). 

2. La parcelación del fundo Huando 

El 20 de octubre de 1969, Huando S. A. solicita a 
la IV Zona Agraria (repartición del Ministerio de Agri­
cultura encargada de las actividades de Reforma Agra­
ria en Lima), la aprobación de la parcelación del 
fundo Huando, de acuerdo a los documentos regla­
mentarios que acompaña a la solicitud, los que plan· 
teaban la creación de 48 parcelas sobre la extensión 
total de·l fundo (1 ,450 hectáreas aproximadamente). 

3. U na investigación detallada ele las parcelaciones 
efectuadas durante 19G9 podría darnos una idea bastan­
te exacta ele los alcances ele esta afirmación. Aunque ex­
plica la razón por la qne fueron parcelados muchos fun­
dos, por el momento no tenemos base empírica para dar 
alcance general a esta afirmación. 
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Diez días después, cuando ya casi todos los trá­
mites habían sido cumplidos, Huando S. A. presenta 
un recurso ante la IV Zona Agraria por el cual se 
compromete a subdividir cuatro de los 48 lotes ori­
ginalmente planteados, para venderlos a algunos de 
los trabajadores estables del fundo. El 31 de octu­
bre de 1969, al día siguiente de presentado este re­
curso, se emite la Resolución Directora! 031 /69/DZ que 
aprueba la parcelación por iniciativa privada del fun­
do Huando. 

Dos aspectos merecen resaltarse de esta resolución: 

1. Se aprobaba la parcelación del Fundo Huando en 
48 parcelas, de las cuales, cuatro excedían las 
máximas extenslones autorizadas por la ley: ha­
bía una parcela de 162 hectáreas cuando el mí­
nimo inafectable de la zona es de 150 hectáreas 
y las disposiciones de parcelaciones prohibían ex­
presamente extensiones mayores a él en las par­
celas resultantes y, por otro lado, existían tres 
parcelas que debiendo medir como máximo 45 
hectáreas, llegaban a tener mayor extensión que 
ésa. 

2. A continuación de la relación de 48 parcelas re­
sultantes, se establecía el "compromiso" de los 
parcelantes de subdividir cuatro de las parcelas 
antedichas a fin de que ·fueran transferidas a tra­
bajadores estables del fundo. Huando S.A. man­
tuvo permanentemente informada a la DGRA-AR 
sobre los avances del proceso y procedió a par­
celar en base al cumplimiento de este compro­
miso. 

En diciembre de 1969, Huando manifestó a la DGRA­
AR que había transferido ¡odas los lot'es de la par­
celación y subparcelación prescritas por la R. D. 0311 
69/DZ y que, en consecuencia, había dejado de ser 
propietaria del fundo Huando. Comunicó, asimismo, 
que había enviado a esa repartición pública, copia 
de todos los contratos de transferencia de dominio a 
fin de que se les tomase debido conocimiento. 

Puede afirmarse, en consecuencia, que la parcela­
ción del fundo Huando y la posterior transferencia 
de sus parce·Jas a terceros (inscrita incluso en los 
Registros Públicos correspondientes), fueron totalmen­
te ejecutadas en los términos de la R.D. 031 /69/DZ. 

3. Declaración de nulidad de la parcelación 

El Sindicato de Trabajadores de la Hacienda Huan­
do inició, desde la presentación de la solicitud de 



parcelación en 1969, una intensa lucha por lograr la 
afectación del fundo. La medida fimrl que se tomó, 
fue una huelga indefinida que duró alrededor de seis 
meses y que dio lugar a una serie de apoyos labo­
rales y a algunos incidentes de violencia que, a ve­
ces, terminaron en forma trágica. 

Cuando la situación era ya políticamente insosteni­
ble, el día 4 de febrero de 1971, la DGRA-AR expi­
dió la Resolución Directora! 098/71 /DGRA-AR que de­
claraba nula la R.O. 031-69/ DZ, que había aprobado 
la parcelación del fundo Huando en fecha 31 de oc­
tubre de 1969. 

Huando S.A. interpuso Recurso de Revisión contra 
esta resolución ante el Ministro de Agricultura, el 
que fue declarado improcedente por éste, ya que se­
gún el Reglamento de ·Normas Generales de Procedi­
mientos Administrativos (D. S. 006-67-JC), cuando la 
segunda instancia resolutiva tiene carácter nacional (y 
la DGRA-AR lo tiene), la vía administrativa queda ago­
tada pudiendo plantearse, únicamente, la demanda de 
impugnación de resolución administrativa ante los tri­
bunales competentes. En este caso, el competente pa­
ra conocer del proceso era el Fuero Agrario. 

4. Impugnación Judicial de la R. D. 098/71/DGRA-AR 
de 4 de febrero de 1971 

Es así como Huando S. A., con fecha 20 de mayo 
de 1971, interpone demanda de impugnación de la R. 
D. 098/71 /DGRA-AR contra el Supremo Gobierno, ante 
el 11 Juzgado de Tierras de Lima. 

La Ejecutoria que pone fin a este proceso judi­
cial tiene que pronunciarse sobre diversos problemas 
planteados por la demandante en el recurso de ape­
lación que interpuso contra la Sentencia de Primera 
Instancia. En las partes pertinentes del resumen ane­
xo ·al presente artículo, pL·eden verse las argumenta­
ciones planteadas por las partes, por el Dictamen del 
Fiscal del Tribunal Agrario, y las consideraciones he­
chas por el mismo Tribunal al emitir la Sentencia res­
pectiva. 

Nosotros, de todos los problemas que se presen­
tan, trataremos tres: 

-"La R.O. 098/71 /DGRA-AR de fecha 4 de febrero 
de 1971 revivió un proceso fenecido". 

-"La R. D. 098/71/DGRA-AR de fecha 4 de febrero 
de 1971 fue pronunciada por órgano incompeten-

te y prescindiendo de las normas esenciales de 
procedimiento". 

-"El art. 29 de la R. D. 098/71 /DGRA-AR de fecha 
4 de febrero de 1971 viola derechos adquiridos 
por terceras personas al amparo de la fe re· 
gistral". 

Dentro del segundo problema señalado analizare­
mos también uno que no fue materia del proceso por 
los términos en que estuvo planteada la demanda, pe­
ro que subyace a todo el caso y que es, en reali­
dad, la base del conflicto: la validez o nulidad de la 
R. O. 031 /69/DZ de fecha 31 de octubre de 1969 que 
autorizó la parcelación por iniciativa privada del fun­
do Huando. 

4.1. "La R.O. 098/71/DGRA-AR de fecha 4 de febrero 
de 1971 revivió un proceso fenecido". 

Como primer fundamento de su demanda contra la 
DGRA-AR, Hu ando S.A. sostiene que la R.O. 098/711 
DGRA-AR revivió un proceso fenecido. 

Fundamenta esta argumentación en dos razones: 

1. Huando S.A., la interesada, no apeló de la R.O. 
03169/DZ de fecha 31 de octubre de 1969 den­
tro del plazo previsto por el art. 89 del D.S. 165-
69-AP. (4) 
Siendo ella la única interesada en el procedimien­
to de parcelación según las normas vigentes, la 
R.O. 031 /69/DZ quedó consentida adquiriendo el 
carácter de irrevisable. 
Ello queda respaldado, además, por el art. 2289 
de la Constitución que prohíbe revivir procesos 
fenecidos. 

2. La ejecución de la parcelación por iniciativa pri­
vada del fundo Huando, se llevó a cabo obser­
vando estrictamente los dispositivos legales vi­
gentes y las normas contenidas en la R.O. 0311 
69/DZ todo lo cual se pone, paso a paso, en 
conocimiento de la DGRA-AR en forma oportuna. 

La demandada, en el recurso de contestación a la 
·demanda, contra-argumenta de la siguiente manera: 

4. D. S. 165-69-AP, art. 8'1-"Contra las observaciones 
formuladas (a la solicitud de parcelación) por la Di­
rección de Zona Agraria, el interesado podrá interpo­
ner apelación ante la Dirección General de Reforma 
Agr_a:ia y ~sentam,~ento Rural, dentro de diez días de 
notificadas estas ... 
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1. En este caso no procede citar el art. 2289 de 
la Constitución pues él se refiere a lo~ procesos 
judiciales y no a los procedimientos administra­
tivos. 

2. El proceso de parcelación no estaba aún feneci­
do porque no se había escuchado ni resuelto 
los recursos presentados contra la R. D. 031/69/ 
DZ por el Sindicato de Trabajadores del fundo 
Huando y que estaban procesalmente legitimados 
por las siguientes normas: Constitución, art. 609, 
Código Civil, art. IV del Título Preliminar; D. S. 
006-67-JC, arts. 29, 49, 99 y 889. 

3. Además de las dos razones anteriores, argumen­
ta que en el Derecho Administrativo peruano no 
existen normas administrativas consentidas e irre­
visables porque el art. 1129 del D.S. 006/671 JC 
permite anular resoluciones consentidas cuando 
agravien al interés público. 

Las argumentaciones expresadas nos plantean va­
rios problemas técnicos a resolver sobre la existen­
oia de actos administrativos consentidos e irrevi­
sables en nuestro Derecho. A fin de abordar en la 
forma más exhaustiva posible este tema, dividiremos 
su tratamiento en dos partes: existencia de actos ad­
ministrativos consentidos e irrevisables en nuestro De­
recho Administrativo, y su existencia en un caso de 
parcelación privada como es el caso Huando. 

4.1.1. Actos administrativos irrevisables en nuestro 
Derecho. 

Para analizar este punto, debemos comprender los 
alcances jurídicos del acto administrativo. El se des­
prende de la Potestad Administrativa que es aquélla 
por la cual los órganos administrativos del Estado, en 
ejercicio de las funciones que les asignan las leyes, 
aplican el Derecho a fin de dar cumplimiento a sus 
objetivos. 

En función de la Potestad Administrativa, los actos 
administrativos están sujetos al principio de Legalidad, 
esto es, que deben ser acordes con el contenido de 
las leyes y que no pueden oponerse a ellas. 

Es verdad que, en algunos casos, la Administración 
Pública, por mandato de la ley, asume también la Po­
testad Jurisdiccional. En estos casos, la Administra­
ción no aplica ejecutivamente las normas sino que in­
terviene como juez en un conflicto, "dice Derecho" 
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con los mismos alcances legales que el Poder Judi­
cial. Por ello mismo, los actos que realice en esta 
función no serán actos administrativos sino actos ju­
risdiccionales, ya que la Doctrina está de acuerdo en 
calificar los actos no por la naturaleza del órgano, 
sino por la de su función: 

"En la génesis del derecho positivo, obra esencial 
del Estado, hay tres fases principales, que correspon­
den a los distintos momentos de la realización del 
derecho, y que dan origen a las tres clases de fun­
clones ya señaladas *, las cuales en sentido material 
se examinan no con referencia al órgano del Estado 
(distinción de orden subjetivo), porque éstas no pue­
den identificarse con ningún órgano * *, sino en rela­
ción a la naturaleza de la actividad y al fin qu·e, 
mediante ellas el Estado se propone realizar (criterio 
objetivo)" (5). 

La naturaleza de la Potestad que en cada caso 
cumpla el órgano administrativo va a determinar tam­
bién la estabilidad jurídica de los actos que realiza. 
Si son jurisdiccionales ¡podrán ser irrevisables siempre 
ql!e queden consentidos; aunque nuestro derecho 
otorga la acción de contradicción ante el Poder Ju­
dicial. Si en cambio, los actos son administrativos, 
por el principio de Legalidad deberán ser siempre re­
visables. 

Ello se debe a que, cuando hace uso de la Potes­
tad Administrativa, el órgano es parte interesada des­
de que no asume función de Juez sino que actúa 
en cumplimiento de obligaciones o en ejercicio de de­
rechos establecidos por las leyes, frente a terceros. 

"En el estudio de la ·diferencia entre la '9.dministra­
ción y la justicia se ha diého que el juez es el úni­
co que puede tomar decisiones que tengan la auto­
ridad de la cosa juzgada. El administrador es el 
agente del Estado que no es legislador ni juez, vale 
decir, que actúa para ejecutar las decisiones del le-

Las clases de funciones aludidas son legislación, ju­
risdicción y administración. 
* * Nota a pie ele página del mismo autor: "Es costum­
bre entre nuestros escritores juristas incurrir en la con­
fusión que origina el atribuir a las manifestaciones in­
mediatas ele la actividad del Estado una especial natu­
raleza derivada del concepto, en cierto modo dogmáti­
co de la división de los poderes, aún cuando no se con­
ciba esta separación en sentido absoluto". 
5. BIELSA, Rafael. .. Derecho administrativo.- Bs. As, 
1964.- Libro II; Cap. I; pág. 180 del Tomo l. 



gislador y sus actos no pueden tener nunca la auto­
ridad de la cosa juzgada" {6). 

En este sentido es interesante resaltar aquel consi­
derando de la Sentencia del Tribunal Agrario en el 
caso Huando, que establece que el principio de Le­
galidad de los actos administrativos recogido en el 
art. 112<? del D. S. 006/67/ JC es un principio general 
de Derecho Administrativo que no puede desconocer 
ninguna ley o reglamento especial, porque el acto ad­
ministrativo con vicio de nulidad no puede convalidar­
se ni por falta de recurso ni por transcurso del tiempo. 

Este considerando es heterodoxo en relación al ca­
rácter eminentemente formalista de nuestro medio ju­
rídico. Para nuestro Derecho, resulta evidente que una 
norma positiva impide la aplicación de un principio 
de derecho que le sea· contrario. Los artículos XXI 
y XXIII del Título Preliminar del Código Civil, estable­
cen claramente que el Juez debe aplicar la Ley y 
que, sólo en deficiencia de ella, procede la aplicación 
de los principios del derecho. 

Sin embargo, la consideración que hace el Tribunal 
Agrario apunta no al cumplimiento de una norma es­
pecífica del orden positivo, sino a su mismo soporte: 
una disposición que diese carácter de irrevisable a 
los actos administrativos con vicio de nulidad, rompe­
ría el principio de Legalidad, y por tanto, entraría en 
contradicción con el fundamento que le da validez a 
ella misma: la legalidad de una norma legislativa no 
puede convalidar un acto contra-ley. Este caso nos 
lleva a una petición de principio en la base del orden 
jurídico positivo donde la respuesta que ofrece el Tri­
bunal Agrario, es una solución que perfecciona nues­
tra concepción sobre el conflicto entre la norma y el 
principio, adoptando un camino qu·e nos salva de la 
paradoja pues, si se convalida la ilegalidad, ¿qué nor­
ma puede exigir obligatori·edad con verdadero sus­
tento? 

De lo dicho, podemos obtener estas dos conclusio­
nes adicionales: 

1. Que el art. 228<? de la Constitución no es aplica­
ble a este proceso pues se refiere a aquellos proce­
sos en los que se ejercita la Potestad Jurisdiccional. 

No se trata de que, en este caso, la norma valga 
por su ubicación sistemática dentro de la Constitu-

e. DIEZ, Manuel María.- El Acto Administrativo.-Bs. 
As., 1961, Cap. X; p. 337. 

c1on (el art. 228<? está ubicado en el Título referente 
al Poder Judicial) y no por su contenido, como alega 
Huando S. A. en su recurso de apelación contra la 
sentencia del Juez de Tierras. 

El problema es otro y de carácter eminentemente 
teórico: una sentencia que pone fin a un proceso ju­
dicial "dice Derecho" y crea una norma para el caso 
concreto sub-litis, al margen de la posibilidad de que 
una ejecutoria se convierta en precedente de futuros 
fallos. En este sentido, la estabilidad de este tipo de 
resoluciones (actos jurisdiccionales) debe ser manteni­
da para las partes que se someten a la decisión ju­
dicial de un conflicto. 

Es evidente que los órganos judiciales pueden emi­
tir fallos no adecuados a ley, como en efecto lo ha­
cen en muchos casos. Sin embargo, el hecho de que 
un organismo deba dirimir conflictos en la sociedad 
con carácter definitivo, es un requerimiento que justi­
fica plenamente la existencia del proceso judicial fe­
necido. Si en algunos casos los fallos no son ade­
cuados a ley, ello puede deberse más a un problema 
de inadecuación de la norma al caso concreto, o a 
un problema de criterio de interpretación, que a razo­
nes mezquinas o a mala intención. 

En todo caso, es preferible salvar la importancia so­
cial de la función jurisdiccional otorgándole carácter 
de cosa juzgada, antes que quitar este principio por 
problemas que pueden solucionarse con una correcta 
elección de jueces o un perfeccionamiento de la nor­
ma positiva. 

En definitiva, lo que hace necesaria la presencia de 
la institución del proceso fenecido en los órganos ju­
diciales es que, al ejercer éstos la potestad jurisdic­
cional, no aplican el Derecho sino que lo "dicen", lo 
crean al unificar la norma genérica con el caso con­
creto y al solucionar finalmente un proceso. En la ac­
tividad de los órganos judiciales, la Legalidad no es 
un requisito sino un presupuesto. 

"La cosa juzgada como atributo de los actos admi­
nistrativos jurisdiccionales, o judiciales, declarados en 
juicio contencioso que adquieren estabilidad por deci­
sión directa en controversia de la Administración Pú­
blica, en principio se funda en que ella supone juicio 
y emana de un acto jurisdiccional" (7). 

Situación diversa se produce en los órganos que 
actúan en ejercicio de la potestad administrativa. Ellos 

7. Ibídem.- Libro X; cap. III; p. 358 del Tomo V. 
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tienen derechos, atribuciones u obligaciones, deben 
cumplir y/ o hacer cumplir el Derecho: aplican las nor­
mas como parte interesada. En los actos administra­
tivos, en consecuencia, la Legalidad no es presupues­
to sino requisito. El órgano que ejerce potestad ad­
ministrativa, a diferencia del que ejerce la jurisdiccio­
nal, no crea sino que aplica la ley. De tal manera, 
sería absurdo amparar la validez de un acto adminis­
trativo ilícito mediante la institución de proceso fene­
cido. En consecuencia, es por la distinción de fines 
y funciones entre los órganos administrativos y los ju­
diciales, y no por otra razón, que el art. 2289 de la 
Constitución no puede aplicarse a procedimientos ad­
ministrativos. 

2. La segunda conclusión anunciada consiste en 
que, para fines de determinar si un acto administrati­
vo es o no revocable, es indiferente, desde el pU11to 
de vista teórico, el tenor de su contenido. 

Huando S.A. alega en los fundamentos de su recur­
so de apelación, que hay dos tipos de actos admi­
nistrativos que, una vez consentidos, no son revoca­
bles: los que declaran derechos y los de los órga­
nos administrativos con jurisdicción. 

Sobre los segundos ya hemos hablado: cuando un 
órgano administrativo actúa con potestad jurisdiccio­
nal, sus actos no son administrativos sino jurisdiccio­
nales. Es un eríOr de concepto considerarlos actos 
administrativos. 

Sobre los primeros, los que declaran derechos, las 
consideraciones hechas anteriormente nos aclaran la 
situación: si lo que da calidad de proceso fenecido 
y en consecuencia de irrevisabilidad, es la función so­
cial y legal que cumple un determinado órgano, es 
irrelevante para efectos de tal calificación el analizar 
el contenido del acto efectuado. Los actos adminis­
trativos, declaren o no derechos, están por su fun­
ción sujetos al principio de Legalidad y, si son ilí­
citos, adolecen de un vicio de nulidad que desde el 
punto de vista teórico los invalida plenamente. 

"Admitir que el acto administrativo que reconoce un 
derecho no sea revocable jamás, es algo tan absur­
do que no merece refutación. Así, por ejemplo, si 
una jubilación está mal concedida por violación de 
ley, es la misma ley la que implícitamente autoriza la 
revocación puesto que al aplicarla se la ha violado" (8). 

H. Ihiclem.-Libro X; cap. III; p. 363 del Tomo V. 
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Esta argumentación, sin embargo, no basta para 
caracterizar debidamente el problema de los actos ad­
ministrativos irrevisables en el derecho peruano. El 
art. 1129 del D.S. 006-67-JC establece: "En cualquiera 
de los casos enumerados en el artículo 459 podrá 
declararse de oficio la nulidad de resoluciones admi­
nistrativas, aun cuando hayan quedado consentidas, 
siempre que agravien e.J interés público". 

La norma a que se refiere este artículo es la si­
guiente: 

"Art. 459-Son nulos de pleno derecho los actos 
administrativos: 

a) Dictados por órganos incompetentes; 

b) Contrarios a la Constitución y a las leyes y los 
que contengan un imposible jurídico; 

e) Dictados prescindiendo de las normas esencia­
les del procedimiento, y de la forma prescrita por la 
ley". 

Finalmente, todo ello debe concordarse con el art. 
19 del mismo Reglamento, que establece lo siguiente: 

"Art. 19-EI Poder Ejecutivo, las entidades del Sub­
Sector Público Independiente y los Gobiernos Locales, 
ajustarán su actuación de orden administrativo a las 
prescripciones de este Reglamento, siempre que no se 
opongan a las leyes o sus reglamentos especiales". 

Todo ello nos lleva a la siguiente conclusión: de 
acuerdo a la legislación peruana, todos los actos ad­
ministrativos son revocables de oficio por la Adminis­
tración Pública en las condiciones que señalan los ar­
tículos precitados, a menos que haya una norma es­
pecífica que conceda carácter de irrevisables a actos 
administrativos determinados. 

De otro lado, es claro que las normas citadas no 
hacen ninguna distinción entre los actos administrati­
vos en función de su contenido. Por tanto, aun los 
actos administrativos que declaren derechos, podrán 
ser revisados de oficio de acuerdo a las normas se­
ñaladas. Esto nos hace ver que también desde el 
punto de vista del derecho positivo, resulta infundada 
la afirmación de Huando S.A. en el sentido de que 
los actos administrativos que declaran derechos son 
irrevisables. 

Por razones de metodología de exposición, hare­
mos un análisis detallado de las normas citadas, en 
la parte referente o competencia o incompetencia de 



la DGRA-AR para anular la R. D. 031 /69/DZ, con la 
R. D. 098/71/DGRA-AR. 

4.1.2. Actos administrativos irrevisables en los casos 
de parcelación por iniciativa privada. 

Ni en la Ley de Reforma Agraria ni en sus regla­
mentos de parcelaciones por iniciativa privada, se ha 

,. consignado norma alguna sobre la irrevisabilidad de 
los actos administrativos que se realicen en el pro­
cedimiento. En consecuencia, a falta de tales normas, 
se aplicará supletoriamente el D.S. 006/671 JC. 

Sin embargo, no sólo esta "omisión" nos permite 
considerar el carácter revocable de las resoluciones 
que autorizaban las parcelaciones por iniciativa priva­
da. El art. 1139 del D:L. 17716, tanto en su versión 
original como en el Texto Unico Concordado, estable­
ce que serán afectados los predios parcelados en con­
travención a las disposiciones pertinentes de la legis­
lación agraria (9). 

Al no hacer distingos la mencionada norma, debe­
mos interpretar que sus alcances no se limitan sólo 
a aquellos casos en que los propietarios parcelaron 
sin pedir la autorización respectiva a la DGRA-AR, si­
no que aún cuando ella hub!ere llevado adelante y 
aprobado el procedimiento respectivo, procederá la 
afectación siempre que se haya transgredido la ley. 
Esto, aun en el caso en que el procedimiento hubiese 
quedado consentido, pues tampoco allí se distingue. 

Lo más importante para comprender el problema 
que nos ocupa es darnos cuenta que dicha afecta­
ción es una sanción a la ilegalidad de una parcela­
ción y que, en el caso en que ella hubiera sido apro­
bada por una resolución administrativa, dicha resolu­
ción sería tácitamente anulada por el Decreto Supremo 
de afectación que es, además, norma de jerarquía su­
perior. 

De tal manera que, aun en las normas específicas 
sobre parcelaciones por iniciativa privada, encontra­
mos una que autoriza a anular resoluciones adminis­
trativas dictadas en el procedimiento respectivo. Lo 
extraño de todo el proceso es que n! la defensa he­
cha por el Procurador General de la República en-

9. D. L. 1í7l6, art. 113f.l.-"La Dirección General de 
Reforma Agraria y Asentamiento Rural afectará los pre­
dios rústicos que sean fragmentados o parcelados en con­
travención a lo dispuesto por el presente Decreto-Ley ... ". 

cargado del Ramo, ni la efectuada directamente por 
la DGRA-AR, hayan argumentado en base al artículo 
1139 del D. L. 17716. Evidentemente, fue una omisión 
de importancia en el proceso. 

Como consecuencia de todo lo dicho, podemos de­
cir que tanto en nuestra legislación administrativa ge­
neral como en la específica de parcelaciones privadas 
de Reforma Agraria, los procedimientos administrativos 
y sus resoluciones ·iinales carecen de la estabilidad 
de los actos administrativos consentidos (el equiva­
lente al status de "proceso judicial fenecido"). 

4.2. "La R. D. 098/71/DGRA-AR de fecha 4 de febrero 
de 1971, fue pronunciada por órgano incompe­
tente y prescindiendo de las normas esenciales 
de procedimiento". 

La demandante argumenta esta afirmación de la si­
guiente manera: 

1. La DGRA-AR es instancia procesal de apelación. 
De lo contrario carece de competencia para avo­
carse a la resolución de expedientes de parce­
lación. 

2. Ni el artículo 1499 ni el 1509 de! D. L. 17716 
dan competencia a la DGRA-AR para avocarse 
de oficio al conocimiento de e<Xpedientes resuel­
tos por la instancia inferior (Zona Agraria) (10). 

10. D. L. 17716, art. 149'1--"Corresponde a la Direc­
ción General de Reforma Agraria v Asentamiento Rural 
del }.!inisterio de Agricultur~, la ejecución de las accio­
nes de transformación de la estructura de la tenencia 
de la tierra rústica, con personalidad jurídica, sólo pa­
ra Ius efectos de la afectación, aclcp1isición, expropiación 
y adjudicación de predios rústicos en aplicación de la 
legislación sobre Reforrna Agraria, sin perjuicio de man­
t~ner la subordinación jcní.n1uica correspondiente como 
dep~'ndencia del ~finiste~·io de Agricultura". 
D. L. 17716, art. 150\l.-"Además ele las funciones seña­
ladas la Dirección General ele Reforma Agraria y Asen­
tamiento Rural tiene las siguientes: percibir, adminis­
trar y rendir cuenta de los fondos que le sean asigna­
dos con fines de Heforma Agraria, evaluar el monto de 
los ingresos anuales y elaborar el plan anual de inver­
siones; dictaminar sobre los provectos de asentamiento 
rural que lleve a cabo el Estad(; o entidades particula­
res; apersonarse, en ejercicio de sus derechos, tm toda 
clase de procedimientos cualquiera que sea el fuero al 
que corresponda, transigirlos o clesistirse de ellos; im­
p::wer las multas que por violación o incumplimiento de 
sus normas seüale el presente Decreto-Ley; cumplir y 
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3. No se ha interpuesto el recurso de apelación y, 
por tanto, no hay competencia de la DGRA-AR 
para conocer el expediente. 

4. En la R. D. 098/71 /DGRA-AR se arguye que no 
han si'do proveídos, dentro del procedimiento ad­
ministrativo de parcelación, los escritos de los 
trabajadores, pero ellos no son parte en el pro­
cedimiento careciendo, en consecuencia, de le­
gitimación procesal. 

La demandada contesta con los siguientes argumen­
tos, en su recurso respectivo: 

1. Los trabajadores y el Sindicato tenían en el pro­
cedimiento de parcelación: 

-Interés directo: porque son los beneficiarios po­
tenciales del procedimiento expropiatorio. 

-Interés personal: porque son interesados bien co­
mo Sindicato, bien como personas naturales. 

-Interés actual y probado desde varios puntos de 
vista, especialmente laborales. 

2. Al no haber normas sobre reclamaciones de ter­
ceros en el D. S. 165/69/ AP, el D. S. 006/671 JC funcio­
naba supletoriamente en virtud de su art. 1169 (La 
DGRA-AR en este caso, citó equivocadamente el articu­
lado. Debió recurrir al art. 19 del D.S. 006/67/JC, que 
es el que establece la norma sobre aplicación suple­
toria) (11 ). 

Con esta argumentación, fundamentaba que los tra­
bajadores y/ o el Sindicato de Hu ando sí tenían legi­
timación procesal en el procedimiento de parcelación, 
de acuerdo al art. 69 del D. S. 006/671 JC que dice: 
"Para que el simple interés pueda justificar la titula-

lucer cnmplir las resoluciones del ·Ministerio de Agri­
cultura y del Tribunal Agrario; otorgar los contratos 
de adjudicación, así como los ele adquisición ele predios 
rústicos celebrados en cumplimiento de la Ley, empadro­
nando a los adjudicatarios y propietarios, pudiendo dele­
gar tales funciones en los respectivos funcionarios de Re­
forma Agraria; y las demás que le señale la Ley ... ". 
l l. D. S. 006/67 /JC, art. 1169.-"El presente Reglamen­
to ataíle a los actos administrativos o sea a las decisio­
nes de las autoridades u órganos ele la administración 
pública que, en ejercicio ele sus propias funciones, re­
snelven sohre intereses, obligaciones o derechos de las 
entidades administrativas o de los particulares respecto 
a ellas ... " (Como puede apreciarse, el artículo proce­
dente era el art. l 9, citado anteriormente en este tra­
bajo). 
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ridad del reclamante se precisa que sea directo, ac­
tual y probado". 

Las argumentaciones expresadas y otras que apare­
cen a lo largo del proceso, plantean problemas inte­
resantes que discutir en este punto. Podemos resu­
mirlos en dos: legitimación procesal de los trabajado­
res en el procedimiento administrativo de parcelación 
por ini'Ciativa privada, y mecanismo de aplicación del 
art. 1129 del D. S. 006/671 JC al caso Huando. 

4.2.1. Legitimación procesal de los trabajadores 

En este punto la demandante argumenta con razón. 
Las normas sobre parcelaciones por iniciativa privada 
establecen un procedimiento administrativo de par­
celación claro y preciso en lo que a interesados se 
refiere, pues a los únicos que legitima procesalmente 
es a los dueños del fundo a parcelarse. 

Las características del procedimiento son las si­
guientes: 

-El propietario debe presentar una solicitud de par­
·celación que será o no aprobada por la adminis­
tración. 

-La Administración tiene facultad de fiscalización 
de la forma y condiciones de efectivización de la 
parcelación, y la consiguiente capacidad resolu­
tiva. 

-Todo ello hace que el procedimiento adquiera el 
carácter de no contencioso. 

Estas características, voluntariamente asignadas por 
la Legislación al procedimiento, hacen absurda la ar­
gumentación de la DGRA-AR dentro de las normas pro­
cesales vigentes .. 

Al existir reglas de procedimiento de este tipo, se 
ha precisado quiénes pueden intervenir procesalmente 
y, en consecuencia, no cabe aplicación supletoria del 
D. S. 006/671 JC. Desde el punto de vista del derecho 
positivo, la argumentación de la demandada carece de 
validez. 

Sin embargo, desde el punto de vista principista, 
consideramos que la DGRA-AR tiene razón. 

Es evidente que en el procedimiento de parcelación 
(como en el de expropiación y tantos otros de Re­
forma Agraria), los campesinos tienen interés directo, 
personal y probado. Tal vez su derecho sea formal­
mente espectaticio pero, desde el punto de vista real, 



también posee actualidad: el campesino y el Estado 
saben que si un predio es afectado, el campesino 
será irremediablemente beneficiario y que en caso con­
trario será, también irremediablemente, un obrero asa­
lariado para el cual la Reforma Agraria no trae más 
beneficio que una participación en utilidades difícil­
mente exigible, por la poca capacidad del Estado pa­
ra fiscalizar un estricto cumplimiento de las normas 
que la instituyen y la contabilidad que hace efecti­
vos sus derechos. 

Por otra parte, nadie conoce mejor que el campe­
sino la situación de cada fundo. El sabe si el dueño 
trabaja directamente, si produce con eficiencia, cuán­
tas hectáreas tiene el predio, etc. 

Salvo el caso de causal de afectación por condicio­
nes contrarias a la legislación laboral, donde se ha 
creado un procedimiento en que se legitima procesal­
mente al trabajador, éste sólo ~participa en el proceso 
de Reforma Agraria desde la toma de posesión del 
fundo (12). 

La DGRA-AR ha caído en cuenta de un problema 
real en los aspectos legales de la Reforma Agraria: el 
campesino, a pesar de tener interés, no es parte en 

12. Vale la pena hacer un breve resumen del procedi­
miento ele expropiación y entrega de las tierras a los 
campesinos. Normalmente, la aplicación de la Reforma 
Agraria se inicia con la declaración de Zona de Refor­
ma Agraria que recae sobre un espacio geográfico deter­
minado del país. Los propietarios tienen un plazo de 
sesenta días para suministrar a la DGRA-AR informa­
ción sobre las extensiones de tierras de que son propie­
tarios y demás características de sus fundos. Luego, la 
DGRA-AR empieza a estudiar la situación legal de ca­
da fundo y las causales de afectación que le son aplica­
bles. Inmediatamente se empieza a notificar las afecta­
ciones a que hubiere lugar y, resueltas las apelaciones 
administrativas de los propietarios, si las hubiere, se 
dicta una norma de afectación de propiedad por el Po­
der Ejecutivo. Acto seguido se valoriza las tierras, se 
las expropia y se toma posesión de ellas, estableciéndo­
se Comités Especiales de Administración donde los tra­
bajadores nombren delegados. Teóricamente, estos Co­
mités pueden durar hasta dos años, luego de los cuales 
se adjudica la tierra a los trabajadores individual o co­
lectivamente. Como se puede apreciar, la participación 
de los trabajadores se produce en una etapa muy avan­
zada del proceso de aplicación de Reforma Agraria. Ello 
es tanto más grave si tenemos en consideración que no 
existen plazos perentorios para el cumplimiento de las 
diferentes acciones y etapas. 

los procedimientos esenciales. Consideramos que de­
bería serlo, p·ero ello no puede hacerse con los ac­
tuales marcos legales. Lo que procede es una inicia­
tiva legislativa para que las normas se modifiquen y 
legitimen procesalmente al campesino. Sería una mo­
dificación justa, realista y de carácter verdaderamente 
participacionista (lo que constituye uno de los valo­
res políticos esenciales del Proceso Peruano, según 
sus voceros oficiales). 

4.2.2. Mecanismo de aplicación del art. 1129 del D.S. 
006/67/JC al Caso Huando. 

Para determinar si la DGRA-AR era competente pa­
ra revisar y, dado el caso anular la R. D. 031-69-DZ, 
es necesario revisar la aplicabilidad del art. 1129 del 
D. S. 006/671 JC y normas conexas al caso Hu ando. 
Ello tanto más, si consideramos que la Sentencia del 
Juzgado de Tierras y también la del Tribunal Agrario, 
legitiman la actuación de la demandada en base a 
dichas normas. 

Podemos dividir el estudio de este tema en tres 
aspectos: aplicación supletoria del art. 1129 del D. S. 
006/671 JC; cumplimiento de los requisitos del art. 459 
del D. S. 006/671 JC, y cumplimiento del requisito de 
agravio al interés público. 

En cuanto a la aplicación supletoria se refiere, he­
mos ya analizado el problema en nuestro Derecho Ad­
ministrativo y en el caso particular de parcelaciones 
por iniciativa privada, concluyendo que al no existir 
normas específicas sobre impugnación de estas reso­
luciones en la legislación, procede la aplicación suple­
toria del D. S. 006/671 JC. 

No podemos dejar de mencionar, sin embargo, la 
argumentación del Fiscal del Tribunal Agrario sobre 
este punto. Dice su dictamen que la Sentencia del 
Juzgado de Tierras (que amparaba la actuación de la 
DGRA-AR en el art. 1129 del D. S. 006/671 JC) desco­
nocía el principio de garantía procesal. Veamos su 
argumentación: "La sentencia se basa en el art. 1129 
del D. S. 006/671 JC. Es verdad que la norma es os­
cura, pero entonces, debe recurrirse a la supletoria 
y ésta es ·el art. 2289 de la Constitución. La DGRA­
AR dice que no se aplica por estar bajo el título de 
Poder Judicial. Sin embargo, cabe recordar que el 
art. XIII del Título Preliminar del Código Civl señala 
que los jueces no pueden dejar de administrar justi­
cia por deficiencia de la ley. En tal caso deben apli­
car los principios generales del derecho". 
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La primera atingenc:a debe referirse a la forma co­
mo se analiza el art. 1129. La norma no es oscura 
sino simple y clara. Lo que crea dificultades es su 
aplicación al caso ccncreto. Es evidente que la re­
solución de este problema es algo compleja pero no 
puede esquivársela aludiendo a deficiencia técnica de 
la norma que, a nuestro juicio, no existe. Si el dic­
tamen fiscal sirve para ilustrar la decisión del Tribu­
nal, debe ser exhaustivo. Ello tanto más en un pro­
ceso de trascendencia. 

Lo segundo, sin embargo, es apreciación más im­
portante: resulta insólito que a una norma constitu­
cional se le dé carácter de supletoria. Este es un 
criterio que desnatural:za la función superior de ia 
Constitución en la estructura jerárquica del derecho 
positivo. Mal puede suplir la norma constitucional una 
simple norma administrativa como es el art. 1129 del 
D. S. 006/671 JC. 

Finalmente, la menc'ón del art. XXIII del Título Pre­
liminar del Código Civil es improcedente. En este ca­
so no hay deficiencia de la ley sino problema de in­
terpretación. Menos podría haberla habido dentro de 
la argumentación del Fiscal, si existía norma consti­
tucional supletoria. 

En cuanto a analizar si se cumplían los requisitos 
de nt.:lidad que señala el art. 459 del D. S. 006/671 JC, 
se produce una situación cur:osa: la R. D. 031 /69/DZ 
sólo podía ser declarada nula si es que caía en al­
guno de los supuestos que senala dicho artículo. En 
consec~.:encia, debía ser extremo del proceso pronun­
ciarse sobre la validez legal de la R. D. 031 /69/DZ. 
La demandante alegó su legitimidad en todo momen­
to, incluso en la demanda, y constituía parte de al­
guna de las múltiples pruebas que ofreció. Sin em­
bargo, cuando en los considerandos de la Sentencia 
del Juzgado de Tierras el Juez emite opinión sobre 
la nulidad de dicha resolución, la demandante consi­
dera qce existe una nulidad procesal al pronunciarse 
la sentencia sobre hechos ajenos a la controversia. 

El Tribunal Agrario sostiene la validez de la Sen­
tencia de Primera Instancia argumentando que su par­
te resolutiva se prom:ncia sólo sobre la validez de 
la R. D. 098/71 /DGRA-/\R q~.:e era materia del proceso. 

A nuestro juicio esta argumentación es equivocada. 
La validez de la R. D. 028/71/DGRA-AR fundada en la 
aplicación del art. 1129 del D. S. 006/671 JC exigía co­
mo condición necesaria que la R. D. 031 /69/DZ fuese 
nula. La única manera de legitimar la aplicación del 
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art. 1129 del D. S. 006/671 JC, en consecuencia, era 
analizar la legalidad de la R. D. 031 /69/DZ dentro del 
proceso. 

4.2.2.1. Sobre la Legalidad de la R. D. 031/69/DZ 

Muchas han sido las pretendidas causales de nuli­
dad de esta Resolución a lo largo del caso. No tra­
taremos todas sino las que, a nuestro juicio, resultan 
valederas. Ellas son dos: 

i. No cumplimiento de los máximos de extensión 
permitidos a las unidades resultantes de la parcela­
ción. Como recordamos, la versión original del Título 
IX del D. L. 17716 establecía q:Je, para parcelar, el 
fundo debía ser dividido en dos mitades de extensión 
equivalente. Una no podía tener parcelas mayores al 
triple de la Unidad Agrícola Familiar (o sea 45 hec­
táreas) y la otra no podía tener parcelas de exten­
sión superior a.l mínimo inafectable correspondiente al 
lugar (en la Costa, donde está Huando, dicho límite 
,es y fue 150 hectáreas). 

La R. D. 031 /69/DZ autorizaba una parcelación en la 
cual una de las parcelas medía más de 150 hectá­
reas y tres de las chicas medían más de 45 hectáreas. 

Huando ha argumentado en favor de ello, diciendo 
que las parcelas que exceden de las medidas exigi­
das tienen en su perímetro bordes, cam:nos y hua­
cas, cuya extensión deducida deja en dichas parcelas 
áreas netas cultivables q~e encuadran con la exten­
sión que prescribe el D. L. 17716. 

Es verdad que ante esto el caso presenta hechos 
que son susceptibles de interpretación. Huando hace 
interpretación laxa mientras q·ue el Juzgado de Tie­
rras y la DGRA-AR la hacen restrictiva. 

Esto vuelve discutible la eficacia de la nulidad por 
esta causal. Sin embargo, dos razones nos inclinan 
a defender la interpretación restrictiva: 

-La primera es puramente formal. El D. L. 17716 
no hace ningún tipo de distingo al hablar de los 
máximos de extensión permitidos a las parcelas 
en función de la calidad de superficie incluida 
dentro de su perímetro. En consecuencia, los má­
ximos deberán ser respetados sin distinciones que 
la Ley no autoriza. 

-Hay, no obstante, otra razón más de fondo: la 
Reforma Agraria según el art. 19 de la Ley, ha 
sido hecha para difundir la pequeña y mediana 



propiedad. Por ello no impone límites fijos sino 
que permite flexib:lidad en la extensión de las 
unidades resultantes de la parcelación. Si consi­
deramos además que las parcelaciones por inicia­
tiva privada eran concebidas como una colabo­
ración del sector privado a la realización de la 
Reforma Agraria, comprendemos mejor la impro­
cedencia de la argumentación de Huando S.A.: se 
buscaba crear parcelas de la mayor extensión po­
sible en su parcelación. No hay que dejar de 
hacer mención al hecho de que los excesos so­
bre las extensiones ordenadas por la ley suma­
ban, al momento de aprobarse la parcelación, más 
de seis Unidades Agrícolas Familiares mínimas 
(de 3 hectáreas cada una) en el valle de Huaral, 
donde está ubic~do Huando. 

En otras palabras, por lo menos seis familias más 
se habrían beneficiado directamente con la parce­
lación del fundo, de haberse respetado las nor­
mas vigentes a esa fecha. 

En todo caso, y al!n cuando este punto no fue 
materia de resolución en la ejecutoria del Tribu­
nal Agrario, es posible deducir del proceso que 
hay tendencia a asumir una interpretación restric­
tiva de la legislación frente al problema. 

2. La 8egunda causal de nulidad de la R. D. 031/69/ 
DZ, en nuestro concepto, es la siguiente: a continua­
ción de la lista de parcelas aprobadas, la Resolución 
decía que Huando S.A. asumía el compromiso de sub­
parcelar cuatro lotes en otros varios, de menor exten­
sión, a fin de transferirlos a trabajadores del Fundo. 

Dicha subparcelación fue realizada con posterioridad 
a la R. D. 031 /69/DZ por Hu ando con conocimiento de 
las autoridades administrativas de Reforma Agraria, a 
las ccales también les fueron remitidas copias de los 
contratos de transferencia de las mencionadas parcelas. 

Consideramos que ésta es una causal de nulidad 
irrefutable de la Resolución cuestionada. 

Para comprender este punto, debemos analizar su­
mariamente el proc'edi~iento de parcelación que exis­
tía en ese momento. 

El Reglamento de parcelaciones por iniciativa pri­
vada, aprobado por D. S. 165/69/ AP, establecía que a 
la solicitud de parcelación, entre otros documentos, 
debían acompañar planos y memorias descriptivas de 
las unidades resultantes de la parcelación con la fi­
nalidad de que la DGRA-AR pudiese conocer, antes de 

aprobar, las condicior.es técn:cas de explotación de 
las parcelas resultantes: exiens:ón, tipo de tierras, ac­
cesos a caminos, accesos y condiciones de explota 
ción de la estructura de riego, eventuales servidum­
bres entre predios, etc. Todo ello con una saludable 
intención: lograr que la DGRA-AR pudiese observar las 
nuevas condiciones de uso de la tierra, haciéndola lo 
más racional y conveniente posible. 

Ello nos lleva a otra consecuencia: la función de 
la DGRA-AR en el procedimiento de parcelación era 
de fiscalización y, por ende, la resolución aprobatoria 
era eminentemente unilateral, no pudiendo contener 
ningún tipo de cláusula contractual. 

Pues bien, la R. D. 031 /69/DZ rompió el principio 
de legalidad a que están sometidos los actos admi­
nistrativos en dos puntos: 

-El establecer un "compromiso" de Huando S.A. 
a subparcelar 4 de las parcelas equivalía a una 
cláusula contractual entre la propietaria y la Ad­
ministración Pública, inadmisible en un acto admi­
nistrativo resolutivo. 
El organismo administrativo debía aprobar proyec­
tos presentados y previamente estudiados, no 
crear compromisos y obligaciones futuras para los 
que no estaba facultado. 

-La sub-parcelación, en realidad, implicaba una· 
nueva parcelación que debía ser fiscalizada de 
acuerdo a las normas pertinentes, con la presen­
tación y revisión técnica de los documentos que 
el D.S. 165/69/DZ exigía. 
En otras palabras, la Administración Pública a tra­
vés de la R. D. 031 /69/DZ renunció a la obliga­
ción que las normas sobre procedimiento de atri­
buían. 
Tan es así que la DGRA-AR nunca aprobó por 
Resolución los planos resultantes de la subparce­
lación. Simplemente fue informada de ellos por 
Huando S. A. 

Tal vez podría argüirse que, en esta situación, só­
lo debía anularse la subparcelación, mas no toda la 
parcelación aprobada por la R. D. 031 /69/DZ. Conside­
ramos que este criterio es equivocado. La parcelación 
de un fundo es un proceso técnico y económico in­
tegral y no una suma de parcelas resultantes. Eso 
mismo se infiere de las normas pertinentes. Los pro­
blemas que pudiese generar una parcelación deficien­
te obligaron al D. L. 17716 y sus reglamentos a dar 
normas estrictas y detalladas. En consecuencia, mal 
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puede inferirse la conclusión que criticamos. El apuro 
con que fue dada. la R. S. 031 /69/DZ es inadmisible 
desde el punto de vista legal. Lo que debió hacerse 
es observar la solicitud original de parcelación y es­
perarse a que Huando reformulase la operación y pre­
sentase los documentos exigibles para que, recién 
habiendo cumplido con el deber de fiscalización a que 
estaba obligado, el órgano administrativo emitiese la 
Resolución autoritativa correspondiente. 

De manera que, como conclusión, consideramos que 
la R. D. 031 /69/DZ adolecía de vicio de nulidad por 
ilegalidad en base a tres razones: 

1. Haber autorizado una parcelación en la cual se 
reconocía a las unidades resultantes de la par­
celación extensiones superiores a las permitidas 
por Ley. 

2. El carácter contractual que asumía la R. D. 0311 
69/DZ era inadmisible en ella ya que debía ser 
un acto administrativo unilateral. 

3. La DGRA-AR renunciaba a la fiscalización de la 
parcelación de acuerdo a ley, incumpliendo las 
normas vigentes. 

4.2.2.2. Agravio al Interés Público 

Como tercera condición para la aplicación de·J art. 
1129 del D. S. 006/671 JC, teníamos la exigencia de 
que el acto administrativo cuya nulidad se declara­
ba fuese contrario al interés público. 

La Sentencia del Juzgado de Tierras establecía que 
la R. D. 031 /69/DZ había violado disposiciones de or­
den público y que, en consecuencia, iba contra el in­
terés público. 

La demandante, en su recurso de apelación, sos­
tiene el siguiente punto de vista al respeco: "Por 
agravio al interés público debe y sólo puede enten­
derse la afectación de un bien o de un derecho del 
Estado, que representa y encarna a la sociedad en 
su conjunto. Es la usurpación, la violación o el per­
juicio para la "cosa pública" (res pública) en contra­
posición con la "cosa privada" (res privada)". 

De allí se concluía que el Juez de Tierras había 
confundido "disposiciones de orden público" con "in­
terés público". 

Menos explícito, el Dictamen Fiscal argumenta que 
hay lesión al interés público cuando se afecta a toda 
la colectividad y no a parte de ella. 

134 

F;nalmente, la Ejecutoría del Tribunal Agrario da 
dos argumentos para interpretar este aspecto: 

1. Que los conceptos de "interés público", "utili­
dad pública" y "necesidad pública" responden a 
imperativos de justicia y a exigencias socioeco­
nómicas de la sociedad donde se aplican. 

2. Que de Jos arts. 19 y 29 del D. L. 17716 se des­
prende que la Reforma Agraria persigue la jus­
ticia social en el campo y forma parte de la 
política nacional de desarrollo, lo que interesa 
a toda la colectividad y no sólo a un sector o 
grupo y, por tanto, la parcelación de cualquier 
fundo es acto de interés general por lo que la 
violación de las normas de Reforma Agraria cau­
san manifiesto agravio al interés público. 

Todavía podríamos nosotros añadir un argumento 
más en ánimo de ser formalistas: si el art. 1139 del 
D. L. 17716 señala que serán afectados los predios 
parcelados en contravención a las disposiciones vi­

gentes, y si el art. 59 del mismo Decreto-Ley consi­
dera de interés social todas las causales de expro­
piación contenidas en la Legislación de Reforma 
Agraria, concluiremos que una Resolución que auto­
riza una parcelación por iniciativa privada no adecua­
da a ley afecta el interés social, ya que su vigencia 
impide la afectación del fundo. 

D!scutir si "interés social" e "interés público" son 
conceptos equiparables nos parece bizantino. Es ver­
dad que la norma del art. 1129 no concreta lo que 

debe entenderse por tal expresión. Puede referirse 
bien al interés del Estado, bien al interés del grupo 
social. El Dictamen Fiscal, la Ejecutoria del Tribunal 
Agrar:o y, desde su punto de vista, la apelación de 
la demandante, prefieren con toda evidencia la segun­
da proposición, lo que consideramos acertado. 

En efecto, el Estado es un ente jurídico que, en 
casos como el presente, tiene un interés propio, bu­
rocrático o político. Tiene personería propia y distin­
ta a las personas naturales o colectivas de la so­
c"edad y, por tanto, sólo nominalmente su interés es 
el "interés público". En muchos casos, su posición 
es de claro enfrentamiento con los individuos, las 
personas jurídicas o el grupo social en su conjunto. 
Incluso, si como algunos tratadistas tales como Kel­
sen, sostenemos que Estado y Derecho son una iden­
tidad, decir que un acto administrativo es contrario 
a las leyes y que es contrario al interés público re-



sulta una tautología. Por lo dicho, "interés público" 
en el art. 112<? del D. S. 006/67/ JC debe entenderse 
referido al interés social, de la colectividad, como uná­
nimemente sostienen las diferentes piezas del expe­
diente citadas. 

El problema de fondo es, sin embargo, diferente. 
Si bien Huando S. A., el Fiscal y el Tribunal coinci­
den en identificar interés público como interés de la 
colectividad, tienen criterios diferentes para determi­
nar lo que es su contenido ideológico. Los dos pri­
meros mantienen una posición típicamente privatista. 
Cuando Huando S. A. habla de que agravio al inte­
rés público es el agravio a la "Res pública" sólo 
podemos imaginarnos que el ejemplo típico en que 
se piensa es el b:en de uso público: un camino, una 
calle, etc. El Tribunal Agrario, en cambio, aduce otros 
contenidos: imperativos de justicia, exigencias socio­
económicas de la sociedad, política nacional de De­
sarrollo, etc. 

En definitiva, el problema es determinar cuál es el 
criterio para definir estos llamados "standards" (13), 
necesarios en Derecho, pero a los que se tiene tan­
to recelo en nuestro medio jurídico, probablemente por 
8U menor concreción con respecto a otras normas. 

Evidentemente, la forma concreta de los intereses 
colectivos es cambiante, alcanza progresivamente di­
versos grados de madurez en la evolución histórica 
de cada sociedad, depende de factores culturales (es­
tructurales) y políticos (coyunturales), por lo que es 
difícil precisar su contenido en un momento y un es­
pacio dados. Ello tanto más en un caso de reforma 
Agraria que, como hemos dicho, es preponderante­
mente poi ítico. 

El proceso que tratamos vio darse en él las po­
siciones contrapuestas: o el mantenimiento de los cri­
terios civilistas tradicionales (respondiendo a una co­
nocida vocación estacionaria del Derecho para pre­
servar la Seguridad Jurídica), o la innovación del De­
recho asumiendo nuevas aspiraciones colectivas que 
se concretan en transformaciones sociales (lo que 

13. esta noción no es otra que la de reglas que, en 
vez de formular una solución, dejan un cierto margen 
y apelcm a la colaboración del juez o de la autoridad ad­
ministrativa, acordúndoseles un cierto poder discrecio­
nal: se les ha llamado "conceptos flexibles". . . ( Du Pas­
fluier, Claude ... lHtmducción a la teoría general del de­
recho y a la filosofía jurídica). 

significa "inseguridad jurídica" por cambio en los po~­
tulados de aplicación del Derecho). 

Dejando para después el análisis del problema doc­
trinal de la Seguridad Jurídica (trascendental para la 
dinámica del cambio social, en relación con el De­
recho), nos concretaremos al problema de elección de 
criterios de interpretación. 

La mejor manera de abordar este asunto es hacer 
una breve descripción del funcionamiento de la inter­
pretación de normas standard. Partimos de que son 
necesarias al Derecho porque, refiriéndose al buen 
criterio de la Administración y, en última instancia al 
del Juez, evitan una legislación casuística, por defi­
nición deficiente y esclerotizante. El standard empie­
za a ser interpretado y, en real:dad, llenado de con­
tenido a través de opiniones doctrinales y resolucio­
nes concretas. E1llas van precisando sus alcances en 
relación a las peculiaridades que en cada problema 
se presentan y, a la vez, van perfilando lo que serán 
sus moldes de interpretación posterior. 

Ello es manifiestamente claro en lo que a "inte­
rés público" se refiere. Hipotéticamente hablando, 
pensemos que durante d:ez años interpretamos el 
standard "interés público", desde la perspectiva del 
Estado Policía. La violación de las normas tributarias, 
la obstrucción de vías públicas y la comisión de de-. 
litos serían los típicos agravios al interés público. In­
cluso, un intento estatal de imponer una planificación 
dirigista en la actividad económica, podría ser consi­
derada como contrar'a al interés público, desde que 
a la Sociedad interesa preservar la libre iniciativa eco­
nómica y empresarial de sus individuos (14). En es­
te caso, los gobernantes no estarían actuando de 
acuerdo a los principios que rigen el Derecho y la 
ideología socia1 de ese momento. 

Al cabo de los diez años, vamos a tener configu­
rada la matriz de interpretación del standard. Ten­
dremos qt.:e analizarlo desde un punto de vista libe­
ral pues, en caso contrario, bastará una cita jurispru­
dencia! o doctrinal, para que nuestra interpretación al-

14. Es evidente que en la hipótesis funcionan una se­
rie de factores ideológicos clistorsionantes: la idea del 
Estado Policía y la de libre empresa, son a menudo im­
puestas a un grupo social a través de la propaganda 
masiva y el control de los medios ele información, aun­
que e:l~ vaya contra sus intereses políticos objetivos. 
Ahora, sin embargo, sólo nos interesa analizar el pro­
blema de interpretación jurídica y no el político. 
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ternativa sea considerada jurídicamente heterodoxa. 
Es verdad que en nuestro medio jurídico no se re­
conoce fuerza legal a la jurisprudencia o a la doctri­
na (salvo excepciones). Sin embargo, y sobre todo 
en este tipo de normas generales, se sigue mucho 
sus preceptos, tal vez porque no hemos sido acos­
t~.;mbrados a ser creativos en Derecho. 

Siguiendo con nuestra hipótesis, supongamos que 
luego de transcurrido este lapso de diez años, ocu­
rre un vuelco ideológico en el país y que el Estado 
pasa a asumir un rol dinámico en la vida económi­
ca. Se crean empresas públicas económicamente pro­
ductivas y, lógicamente, se instituye algún tipo de pla­
nificación dirigida. 

Ante estas nuevas circunstancias, se crea una le­
gislación también novedosa que da marco institucio­
nal y operativo a estas nuevas perspectivas: se di­
seña un nuevo tipo de empresa (diferente a las pri­
vadas existentes hasta ese momento), se asignan sec­
tores de actividad económica al Estado y, eventual­
mente, se pueden reestii..lcturar las normas sobre 
prioridad del crédito de la inversión, etc. 

Toda la opción ideológica frente a la función so­
cial del Estado, ha sufrido una redefinición política 
que se refleja en el sistema legal. Las nuevas leyes 
derogarán y dejarán insubsistentes normas proceden­
tes del Derecho anterior. 

Sin embargo, la razón de ser de las reglas standard 
permanece y aun se hace más necesaria: el orden le­
gal se enfrenta a nuevas perspectivas, menos explo­
radas que las anteriores y, por tanto, menos suscepti­
bles de ser legisladas casuísticamente. El standard 
de "interés público" evidentemente perdurará. Lo im­
portante es que también perdurarán sus interpretacio­
nes jurisprudenciales y doctrinales y, como en el ca­
so de la planificación dirigidas, serán evidentemente 
contrarias al nuevo modelo ideológico y a los nue­
vos contenidos normativos (que son consecuencia de 
los cambios ideológicos y políticos). Al hacerse evi­
dente esta oposición, la interpretación del standard 
tendrá un efecto paralizante sobre la efectividad de 
las nuevas normas legales. No es raro encontrar 
ejemplos históricos de esta situación (15). 

15. Los ejemplos a que aludimos, sobre todo JUnspru­
clenc:iales, existen y son conocidos, pero no están sistema­
tizados. Es un tema interesante y actual de investiga­
ción jurídica proceder a su recopilación e interpreta­
ción. 
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s; somos consecuentes con el principio de efecti­
vidad de las normas positivas, deberemos reconocer 
que es tarea de los hombres de Derecho (abogados, 
juristas, jL:eces, etc.) el readaptar sus criterios inter­
pretativos a las nuevas realidades. No fue otra cosa 
la que sucedió cuando la Revolución Burguesa derro­
có políticamente a la Autocracia y sentó las bases 
de un nuevo Derecho (el "Viejo Derecho" que hoy 
heredamos). Las condiciones sociales y políticas han 
cambiado y la necesidad de crear el nuevo Derecho 
actual es imperiosa. 

Demás está decir que el argumento dado en el pá­
rrafo anterior para renovar los criterios de interpreta­
ción del Derecho, no está necesariamente reñido con 
una consideración valorativa del orden jurídico. En 
esta época de trabajo científico interdisciplinario, los 
descubrimientos de las ciencias sociales cuestionan la 

liberalidad de la ideología que sustentó un Derecho 
de espíritu civilista. Las valoraciones sociales se han 
transformado hacia una socialización creciente, los 
diferentes sistemas políticos y económicos asumen co­
mo indispensables reformas estructurales profundas y 
el Derecho debe incorporar todo este movimiento mo­
dificando también sus valores. Desde este punto de 
vista las nuevas escalas axiológicas no resultan por 
definición injustas, salvo en comparación con los in­
tereses prevalentes en un orden ya superado. 

Esta digresión teórica nos permite regresar con fun­
damento a la consideración de las razones esbozadas 
por el Tribunal Agrario en el caso Huando. Lo que 
se ha hecho al defender que existe agravio al inte­
rés público cuando se autoriza una parcelación por 
iniciativa privada con vicio de Hega!idad, no es otra 
cosa que incorporar nuevos criterios de interpretación 
para una antiguo standard. La reforma Agraria es 
una aspiración social que ha sido emprendida como 
parte de la planificación del desarrollo nacional. 

Podremos discrepar de su orientación política o de 
los matices de su implementación pero tiene un irre­
cusable lugar en nuestra legislación positiva y en el 
proyecto de una nueva sociedad. 

Con estas características ha pasado del campo ideo­
lógico a! legal y, por tanto, debe reconocerse el in­
terés social que atribuye el art. 59 del D. L. 17716 
a su causales de expropiación legisladas. Desde es­
te punto de vista, creemos resulta improcedente la ar­
gumentación civilista de la demandante. Ella era vá­
lida dentro de los marcos de un régimen legal anter 



rior, sustituido ahora por un orden positivo diferente 
que responde a nuevas exigencias sociales, y cuya 
efectividad no puede ser paralizada por criterios de 
interpretación que histórica y valorativamente le son 
ya ajenos. 

4.3. "El artículo 2C? de la R.O. 098/71/DGRA-AR de 
fecha 4 de febrero de 1971 viola derechos ad­
quiridos por terceras personas al amparo de la 
fe registra!". 

El art. 29 de la R. D. 098/71 /DGRA-AR establecía 
textualmente lo siguiente: "Segundo.- Transcribir la 
presente Resolución a los Registros Públicos para los 
efectos legales correspondientes". 

Resulta obvio que .la intención de esta norma era 
lograr la cancelación de las inscripciones de la par­
celación de Huando en el Registro de la Propiedad 
Inmueble. 

La argumentación de la demandante es la siguiente: 

1. El art. 29, al ordenar inscribir la R. D. 098/711 
DGRA-AR en el Registro Público, cuestiona cuan­
do no anula, el derecho de los terceros adqui­
rientes a título oneroso. 

2. El D. L. 18833 (posterior a la Resolución cuestio­
nada) recién establece que el Fuero Agrario es 
quien t'ene competencia para declarar la nulidad 
de estas inscripciones. En consecuencia, la mis­
ma ley demuestra que antes, cuando se dio la 
R. D. 098/71 /DGRA-AR. carecía de facultades para 
anular las inscripciones. 

3. Por tanto, el art. 29 es nulo por aplicación del 
inciso a) del art. 459 del D. S. 006/671 JC. 

(Según la disposición invocada para amparar la 
nulidad, ésta no proviene de violar derechos ad­
quiridos, sino por vicio de ilegalidad y por falta 
de competencia del órgano administrativo para 
ordenar la cancelación del asiento. El inciso a) 
del art. 459 del D. S. 006/671 JC establece: "Son 
nulos de pleno derecho los actos administrativos: 
a) Dictados por órganos incompetentes ... "). 

La DGRA-AR, en su recurso de contestación a la 
demanda sostiene que el art. 29 de la R. D. 098/711 
DGRA-AR no atenta contra la fe registra! porque en 
él no se pide la anulación del asiento sino que se 
establece la transcripción de la Resolución al Regis-

tro, pudiendo el Registrador denegar la inscripción en 
virtud de sus atribuciones. 

Además sostiene que aun cuando el art. 29 fuese 
nulo, ello no elimina el vicio de nulidad de la R. D. 
031 /69/DZ que aprobaba la parcelación de Huando. 

El considerando respectivo de la sentencia del Juez 
de Tierras se pronuncia por la improcedencia de la 
nulidad del art. 29 de la R. D. 098/71 /DGRA-AR en vir­
tud de que no ordenaba anular los asientos sino ins­
cribir ,la Resolución en el Registro. 

Finalmente, los considerandos de la Ejecutoria del 
Tribunal Agrario llegan a la misma conclusión en vir­
tud de que la R. D. 098/71/DGRA-AR no dispone la 
inscripción de nulidad de parcelación en los Regis­
tros Públicos. 

A pesar de que la intención del art. 29 de la R.D. 
098/71 /DGRA-AR era, sin lugar a dudas, la de obte­
ner la anulación de los asientos de parcelación o 
por lo menos su ineficacia legal, desde el punto de 
vista formal no ordenaba tal cosa sino únicamente la 
transcripción a los Registros Públicos. En consecuen­
cia, nos parece válida la argumentación de la DGRA­
AR en su contestación a la demanda: el Registrador 
podía denegar la inscripción de la Resolución. El 
asunto se convertía en un problema de procedimien­
í:o registra!. Además, aun suponiendo que tal norma · 
fuese nula, no se acarreaba tamb:én la nulidad de 
la integri,dad de la R. D. 098/71 /DGRA-AR, ni la con­
validación de la R. D. 031 169/ DZ. 

Sin embargo, este problema formal no es el esen­
cial dentro del conflicto planteado. El asunto de ba­
se es la permanencia del principio de la fe registra! 
contenido en el art. 10529 del Código Civil, en el 
campo de las parcelaciones por iniciativa privada y 
del Derecho Agrario en general. 

El D. L. 18833 aleja toda du·da posible: desde que 
con la declaración de nulidad de parcelación, el juez 
debe ordenar la nulidad de los asientos respectivos, 
es claro que la fe registra! no ampara a 'los com­
pradores. 

No queremos decir con ello que se produce una 
contradicción en el derecho positivo o que la desa­
parición de la fe registra! en este campo sea asiste­
mática en relación a nuestro orden jurídico. Al revés, 
pensamos que esta desaparición guarda coherencia 
con el resto de la legislación. 
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Para comprender este postulado, tenemos que re­
montarnos a la razón de ser del principio de la fe 
registra!. El nace como un mecanismo legal, acceso­
rio al derecho de propiedad, para asegurar los inte­
reses individuales de quien contrata, con quien se ha­
ce pasar por propietario. Tanto en el caso de la 
venta como del gravamen, el tercero podría verse 
perjudicado al efectuar el negocio, si carece de la 
seguridad de que está contratando con quien tiene 
el derecho de disposición sobre el inmueble. Para 
evitar este problema, el Derecho crea una presunción 
de pleno derecho y considera que quien aparece del 
Registro como propietario es el prop1etario, para to­
dos Jos contratos de terceros sobre el bien, salvo 
que la causa de nulidad del derecho aparezca del 
mismo Registro (16). 

El principio de la fe registra!, en consecuencia, exis­
te para dar seguridad a quienes adquieren derechos 
sobre inmuebles por contratos. Presupone. necesaria­
mente, que el agente adquiere sus derechos en for­
ma totalmente privada y que debe salvaguardarse su 
interés individual, frente a los intentos de fraude. 

Cuando cambia el concepto de propi1edad, cuando 
ella debe usarse en armonía con el interés social, 
cuando la propiedad de la t!erra no depende ya del 
justo título sino también y fundamentalmente del tra­
bajo y la conducción directa (17), las instituciones le­
gales que como la ·fe registra!, apoyaban un dere­
cho de propiedad formal y tradicional. pierden ubica­
c~ón en el ordenam:ento jurídico. 

Sería absurdo que por el solo hecho de existir un 
asiento registra!, se frene un procedimiento de expro­
piación que, como hemos visto, tiene carácter de in­
terés social. En Reforma Agraria el interés social pri­
ma sobre el individual, que es el defendido por la 

W. Código Civil, art. 1052<.J-"Los actos que se ejecuten 
o los contratos que se otorguen por persona que en el 
registro aparezca con derecho para ello, una vez inscri­
tos, no se invalidarán en cuanto a los que con ella hu­
biesen contratado por título oneroso aunque se anule el 
derecho del otorgante en virtud del título anterior no 
imcrito o de causas que no resulten claramente del mis­
mo registro". 
17. Estos aspectos han sido tratados en nuestro artícu­
lo lv!odificaciones al derecho de propiedad en la Legis­
lación de Reforma Agraria, publicado en: DERECHO, 
1972; Lima, Pontificia Universidad Católica del Perú; 
número 30. 
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fe registra!. En consecuencia, ésta no puede ser 
opuesta a la aplicación de la Reforma Agraria. 

Ello no quiere decir que los individuos carezcan 
de seguridades frente al derecho de propiedad sobre 
tierras. Lo que pasa es que se asumen nuevas for­
mas de protección, acordes a las nuevas ideas que 
sustentan el derecho positivo. En sustitución de la 
fe registra!, el art. 39 del D. L. 18833 establece el 
derecho preferencial de los adquirentes de parcelas 
en parcelaciones por iniciativa privada, a recibir en 
adjudicación las extensiones que conduzcan directa­
mente hasta los límites de área autorizados (mínimos 
inafectables). 

El Derecho se perfecciona y va adoptando las fi­
guras más convenientes de acuerdo a sus normas. 
En Derecho Agrario, para los casos que tratamos, el 
derecho preferencial de adjudicación de las tierras 
que se conducen directamente es más coherente que 
el principio de ,la fe registra!. 

Por supuesto que podríamos discutir si la orienta­
ción adoptada por el Derecho Agrario en materia de 
propiedad es la más conveniente. Sin embargo, ésta 
es ya una discusión puramente política, ajena al cam­
po jurídico. Lo que el Derecho debe hacer es sis­
tematizar los elementos ideológicos incorporados a 
sus normas positivas, mudando lo que en él queda 
obsoleto y creando nuevas instituciones más operati­
vas. Este proceso, por lo demás, no es la primera 
vez que sucede en la historia jurídica. Las 'transfor­
maciones burguesas introducidas por la Revolución 
Francesa, sustituyeron todo un sistema legal que de­
fendía los intereses de la aristocracia que la precedió. 

Hoy es el Derecho Burgués y ·liberal el que queda 
obsoleto. Sus instituciones, que en algún momento y 
a un tipo de escuela jurídica parecieron inconmovi­
bles, van siendo modificadas y derogadas paulatina­
mente. 

5. La Seguridad Jurídica 

De las consideraciones precedentes se desprende 
un tema adicional, más general y teórico, que ha ad­
quirido carácter de principio esencial y oponible a las 
situaciones jurídicas que se le contrapongan: la Se­
guridad Jurídica. 

Entre quienes han trabajado los aspectos jurídicos 
del Caso Huando, la Seguridad Jurídica se convierte 
en factor cuestionante de los resultados fina'les del 



caso en sus aspectos legales. Sobre todo, esta ob­
jeción se hace a dos niveles: por un lado, la viola­
ción del derecho de Huando S. A. a parcelar luego 
de aprobación formal y finalización del proceso de 
parcelación y, de otro, la violación de los derechos 
de los adquirentes de las parcelas resultantes, quie­
nes vieron afecta<das por el Estado las tierras que 
adquirieron. 

Para trabajar este tema nos referiremos a la defi­
nición que de ella da Radbruch y que ha sido gene­
ralmente aceptada como una de las más logradas. 

Radbruch nos la define como " ... la seguridad del 
Derecho mismo ... " (18) y señala cómo uno de sus 
requisitos principales es: " ... (que) el Derecho posi­
tivo -si se quiere garantizar la segur;dad jurídica­
no debe hallarse expuesto a cambios demasiado fre­
cuentes, no debe hallarse a merced de una legisla­
ción incidental que de todo género de facilidades pa­
ra troquelar cada caso concreto en forma de ley: los 
checks and balances -frenos y contrapesos- de la 

teoría de la división de poderes y la morosidad del 
aparato parlamentario son, desde este punto de vis­
ta, una garantía de la seguridad jurídica" (19). 

Tras estas expresiones existe en verdad toda una 
concepción sobre los fines y caracteres esenciales 
del Derecho. Trataremos de hacerla evidente a tra­
vés de dos ideas centrales. 

1. La Seguridad Jurídica es la seguridad del Dere­
cho mismo. Generalmente se ha entendido por Se­
guridad Jurídica la invulnerabilidad por ley posterior, 
de un derecho legalmente adquirido por un sujeto en 
un momento determinado. Tradicionalmente, la Segu­
ridad ,Jurídica ha ido estrechamente ligado a otros 
conceptos doctrinales que se le ensamblan comple­
mentariamente: la irretroactividad de la Ley y el de­
recho subjetivo. 

Aunque estos tres conceptos mantienen su propia 
individualidad de manera que no se los pueda hacer 
equivalentes, apuntan a un mismo objetivo: evitar que 
el interés de una persona, amparado en un momento 
determinado por el Derecho, sea perjudicado o elimi­
nado después por el mismo Derecho. 

18. RADBRUCH, Gustav, Introducción a la Filosofía 
del Derecho; México, Fondo de Cultura Económica, 3~ 
edición, 1965, pág. 40. 
19. Loe. cit. 

Cuando Radbruch dice que la Seguridad Jurídica 
debe ser la Seguridad del Derecho mismo, por tanto, 
más que describir una realidad formula una aspira­
ción que se expresaba tácitamente en las elaboracio­
nes anteriores a él: el Derecho debe ser el salva­
guarda de esos intereses, deb,e ser su tarea esencia'! 

protegerlos; el Derecho debe ser seguro en sí mismo, 
no por sí, sino para aquellos a quienes prescribe 
conductas. 

Radbruch entiende que sólo así el Derecho podrá 
cumplir su papel normativo a cabalidad: sólo si el 
Derecho es seguro en sí mismo podrá dar seguridad. 

Tras esta elaboración hay, evidentemente, algunos 
contenidos que vale la pena poner de manifiesto. 

El más importante es la defensa del interés indivi­
dual. El Derecho debe defender estos intereses, cuan­
do han sido váli'damente convertidos en derechos de 
acuerdo a la ley vigente, y son oponibles a cualquier 
nueva circunstancia. 

El Derecho así visto, adquiere una connotación emi­
nentemente privatista pues legisla a individuos que 
deben ser defenddios unos de otros. 

Por supuesto que existen excepciones a este prin­
cipio aun en el Derecho Tradicional. Un buen ejem­
plo es la expropiación por causa de utilidad pública 
que, ni aun en los regímenes más liberales ha de­
jado de existir. Claro que el contrapeso del interés 
privado y el público, varía con el tiempo. Antes só­
lo se expropiaba en casos excepcionales, pero sin lle­
gar a convertirse, la expropiación, en un instrumento 
de política de uso frecuente. Normalmente el inte­
rés privado estaba por encima del público y sólo en 
casos excepcionales como la utilidad pública, había 
una inversión de'l criterio. Esto quiere decir que cuan­
do el interés público primaba, el problema de la "in­
seguridad jurídica" no existía. 

De acuerdo a este planteamiento, el problema de 
Seguridad Jurídica se mueve en el ámbito del inte­
rés privado y del Derecho Privado que lo ampara. 
Esto se confirma con dos hechos de la historia del 
Derecho: 

-El concepto de Seguridad Jurídica se ha desa­
rrollado en las ramas privatistas del Derecho. 

-Nunca se ha considerado como inseguridad ju­
rídica, diversas medidas que atentan contra el in­
terés público. Un buen ejemplo es el constante 
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otorgamiento de extensiones tributarias. En el 
país, la mayoría de los impuestos van teniendo 
progresivamente una disminución en el quanto 
de la base imponible que, luego de un lapso, 
obliga a reordenar y sustituir el impuesto. Se­
mejantes al caso anterior son las amnistías tribu­
tarías que también generan al Fisco menores in­
gresos de los previstos. 

En ninguno de los dos casos, como en tantos 
otros semejantes, 56 arguye falta de Seguridad 
Jurídica. No importa que el Estado haya creado 
impuestos a fin de sustentar sus gastos, nece­
sarios para la Sociedad. La erosión que se pro­
duce a nivel macroeconómico, en la base impo­
nible sobre la que se tributa, no genera insegu­
ridad al Fisco y a la Sociedad, a pesar de que 
produzca, como lo ha hecho (sobre todo la exen­
ción), crisis económicas considerables. 

En consecuencia, podemos concluir que la seguri­
dad jurídica no es la seguridad del Derecho mismo 
sino, a lo sumo, de parte de él. Sólo se argumenta 
inseguridad cuando se afecta intereses individuales 
dentro del régimen del Derecho Privado. 

2. El segundo problema que aparece de las citas 
de Radbruch es que la seguridad jurídica es un prin­
cipio eminentemente conservador. La alusión a la mo­
rosidad de los órganos legislativos no puede ser 
más explícita: mientras menos cambie el Derecho, 
más cumplirá con dar seguridad. 

Este aspecto de la institución que tratamos es in­
compatible con el carácter dinámico de la sociedad 
y con la necesidad de profundas transformaciones. Si 
ellas son necesarias, el Derecho se les opondrá en 
aras de mantener seguridad. Inversamente, si quere­
mos que el Derecho contribuya a efectuar procesos 
de cambio, la Seguridad Jurídica debe ser relativiza­
da como lo fue, una vez más, la seguridad de la 
aristocracia con la irrupción del Derecho Burgués. 

Estas apreciaciones, por otra parte, nos muestran 
los estrechos vínculos que tienen entre sí institucio­
nes aparentemente disímiles como Seguridad Jurídica 
y Fe Registra!. 

Ubicadas en campos y niv,eles diferentes, en el fon­
do responden a un mismo fundamento valorativo: de­
fender intereses individuales y propugnar un carácter 
conservador del Derecho. 
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Puede ser que en teoría esta de~cripción no sea 
exacta. Es posible que, aún un Derecho de cambio 
necesite recoger de alguna manera sus aspectos fun­
damentales. Sin embargo, desde el punto de vista 
operativo funcionan así y, por tanto, ese es el des­
tino real que les ha asignado nuestro sistema legal. 

Por el hecho de ser fruto de un determinado sis­
tema jurídico, al responder a determinados esquemas 
valorativos, la vocación de perpetuidad que se les 
asigna resulta errada o políticamente significativa. Al 
cambiar los esquemas valorativos que se incorporan 
a las normas positivas (interés social, etc.), todo el 
andamiaje teórico que conforman estos princ1p1os, 
quedan sin base y, por tanto, debe ser sustituido o 
derogado. 

6. La teleología de los métodos de interpretación 

Un último tema que nos permiten el caso Huando 
y las consideraciones teóricas que hemos expuesto 
es que, en cualquier caso, los criterios interpretativos 
son estrechamente dependientes de los intereses que 
se busca defender. 

Quisiéramos diferenciar lo que son métodos de in­
terpretación, de lo que aquí llamamos criterios. Por 
métodos entendemos los tradicionales: literal, lógico, 
analógico, sistemático, etc. 

El criterio de interpretación es otra dimensión del 
problema. Es el e'lemento de decisión mediante el 
cual nosotros preferimos un método u otro para apli­
car la ley a un caso determinado. 

En la teoría, o en el ejemplo llamado "de labora­
torio" la aplicación de las normas no tienen proble­
ma. En los hechos cotidianos, sin embargo, costan­
temente nos encontramos con que los supuestos de 
la norma son imperfectamente cump'lidos, por exceso 
o por defecto de los hechos o situaciones. 

De esta manera, los interesados proceden a apli­
car el Derecho por diferentes apreciaciones de he­
chos y su relación con supuestos jurídicos. La exis­
tencia nada escasa de interpretaciones contradictorias 
y respetables no procede muchas veces sino de ha­
ber utilizado un distinto método de interpretación, sien­
do de resaltar que en Derecho nunca se ha dado ni 
podrá darse, normas precisas sobre elección y jerar­
quización de métodos. 

En el caso estudiado del standard "interés público" 
se dio con toda claridad esta contradicción, Huando 



S. A. hace una interpretación típicamente formalista y 
literal. El interés público será el de toda la colecti­
vidad y no el de parte de ella. En consecuencia, en 
la parcelación de un fundo, no hay interés público 
s:no, a lo sumo, un interés grupal. 

El Tribunal Agrario, en cambio, hace una interpre­
tación finalista en virtud de lo que se ha dado en 
llamar el e!:lpíritu de la norma. Del hecho de que los 
artículos 19 y 29 del D. L. 17716 señalen que la 
Reforma Agraria persigue la justicia social en el cam­
po y forma parte de la política nacional de desarro­
llo, deduce que cada acción de Reforma Agraria re­
viste interés público. 

Es de notar cómo existe una toma de posición 
ideológica en la base de c~da posición, que condi­
ciona el método de interpretación a elegir. Ello nos 
lleva a tres conclusiones importantes: 

1. La importancia del contenido ideológico para la 
aplicación del Derecho es fundamental. La mis­

ma norma puede aplicarse e interpretarse de ma­
nera totalmente diferente por quienes tienen apre­
ciaciones ideológicas disímiles *. 

2. El proceso de aplicación del Derecho, al menos 
en este tipo de casos y otros similares, tiene 
más de subjetiva que de objetiva (calificación 
que corresponde al carácter técnico o científico 
que se atribuye en muchos casos al Derecho). 

3. Todo ello demuestra que la aplicación del Dere­
cho es tanto o más importante que el enuncia­
do abstracto de la norma para la determinación 
de los contenidos del Derecho. En consecuen­
cia, es imprescindible una revaloración de la im­
portancia de las interpretaciones doctrinales y ju­
risprudenciales como fuentes del Derecho. En nues­
tro Sistema, si bien se les reconoce validez en 
la praxis jurídica, se les niega ese carácter a 
nivel de la teoría en la mayoría de las ramas 
de Derecho. 

Sin embargo, no sólo existen estos dos tipos de 
interpretación (formalista y finalista). En el caso de 
"interés público" analizado, ambas posiciones (Huan­
do S. A. y Tribunal Agrario) se desprenden de una 

Por supuesto que lo ideológico no es la única varia­
b~e que lleva a interpretaciones diferentes. También 
lo hacen la cliferencia de intereses o la ele fines entre 
otras. 

misma norma positiva apreciada en forma diferente. 
Hay otros casos, no obstante, donde las conclusio­
nes jurídicas no parten de una norma positiva sino 
de una elaboración doctrinal o principista que a ve­
ces cubre vacíos de la ley y a veces va contra las 
normas positivas. Tal es el caso de Huando S. A. 
cuando señala que hay dos tipos de actos adminis­
trativos que no son revocables una vez consentidos: 
los que declaran derechos y los administrativos ju­
risdiccionales; también es el caso del Tribunal Agra­
rio al decir que la legalidad del acto administrativo 
es un principio de Derecho Administrativo que no pue­
de desconocer ninguna ley o reglamento especial. 

Este criterio de interpretación va más allá que el 
formalista y el finalista porque llega a sustituir una 
norma positiva o a crear otra semejante. En este ca­
so, la importancia de la aplicación de Derecho co­
mo creadora de contenidos jurídicos se hace más pa­
tente aún. 

Todas estas consideraciones nos llevan, en última 
instancia, a considerar la relatividad que en el De­
recho encierra la selección de los medios técnicos 
para su aplicación, la importancia que dentro de ello 
tienen los elementos ideológicos de quien aplica y, 
como corolario, la importancia que tiene la aplicación 
de Derecho en un proceso de cambio social. 

Esto último nos es de especial interés. Si asumi­
mos que un proceso de cambio social se va a re­
gir por leyes que le son anteriores y con distinta 
orientación política, ante la imposibilidad de cambiar 
de golpe un sistema legal, concluiremos que la for­
ma de aplicación de este Derecho anterior, variará en 
las nuevas circunstancias. Será la única forma de evi­
tar contradicciones irresolubles en la legislación. 

Algo de esto se ha avanzado en la doctrina al de­
cir que la llamada "Voluntad del Legislador" no es 
una buena vía para interpretación, entre otras razo­
nes, porque las concepciones sociales varían en el 
tiempo. Sin embargo, esto se ha referido siempre a 
las variaciones lentas y automáticas de la sociedad, 
no aplicándose nada parecido a lo que constituyen 
cambios sociales inducidos y más profundos. 

En ,el Caso Huando hay bastantes ejemplos analiza­
dos que contrastan criterios de interpretación. Sin 
embargo, no son más que ejemplos. Una investiga­
ción más rigurosa y amplia de este tema, permitiría 
desarrollar y descubrir una serie de mecanismos no 
estudiados aún en el cambio del Derecho. 
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ANEXO 

RESUMEN DEL EXPEDIENTE DE HUANDO S. A. 
CONTRA EL SUPREMO GOBIERNO SOBRE 

IMPUGNACION DE LA RESOLUCION DIRECTORAL 
0987/1/DGRA-AR 

-Con fecha 20-5-71, Huando S. A. interpone deman­
da contra el Supremo Gobierno por impugnación de 
la Resolución Directora! N9 098-71-DGRA-AR, re­
caudando algunas de las pruebas que se ofrecen 
en la demanda. 

Los fundamentos de la nulidad ipso jure de la re­
solución que alega el demandante son los siguien­
tes: 

La Resolución revivió un proceso fenecido. 

La Resolución fue pronunciada por órgano incompe­
tente y prescindiendo de las normas esenciales de 
procedimiento. 

El artículo segundo de la resolución impugnada 
atenta contra la fe registra! sancionada en el artícu­
lo 10529 del Código Civil. El texto del artículo se­
gundo de la Resolución impugnada es el siguiente: 
"Segundo.- Transcribir la presente Resolución a 
los Registros Públ'cos para los efectos legales co­
rrespondientes". 

1. La Resolución 098/71 /DGRA-AR revivió un proce­
so fenecido. 
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1.1. La Resolución Di rectoral N9 031 /69/DZ de 
31-10-69, que aprobó la parcelación del fun­
do Huando y que se pretende declarar nula 
por la R. D. 098-71-DGRA-AR, no fue apela­
da por el interesado dentro del término pre­
visto en el art. 89 del D. S.16 5-69-AP y, por 
ello, quedó consentida adquiriendo el carác­
ter de irrevisable. 

1.2. La parcelación fue íntegramente ejecutada en 
los términos de la R. D. 031-69-DZ -válida 
en fondo y forma según el demandante­
Y en fecha 5-12-69 se informa a la Dirección 
General de ,Reforma Agraria que sólo falta 
formalizarse dos contratos de compra-venta 
de parcelas cuyas minutas ya existían. Con 
fecha 21-12-69 se indica que ya han sido ven­
didos todos los lotes. 

1.3. Con fecha 4-2-71, la R. D. 098/71 'DGRA-AR 
declara nula e insubsistente la R.O. 031/69/ 
DZ ~pretendiendo revivir un proceso fenecido 
que atenta contra el art. 2289 de la Cons­
titución. 

2. La R. D. 098/71 /D3RA-AR fue pronunciada por ór­
gano incompetente y prescindiendo de las nor­

mas esenciales del procedimiento. 

2.1. La DGRA es instancia procesal de apelación. 

De Jo contrario carece de competencia para 
avocarse a la reso.fución de expedientes de 

parcelación. 

2.2. Ni el art. 1499 ni el 1509 del D. L. 17716 

dan competencia a la DGRA para abocarse 

de oficio al conocimiento de expedientes re­
sueltos por la instancia inferior (Zona Agra­
ria). 

2.3. No se ha interpuesto el recurso de apela­
ción y, por tanto, no hay competencia de la 

DGRA para conocer el expediente. 

2.4. Se arguye que no se ha proveído dentro 
del procedimiento administrativo de parcela­
ción los escritos de los trabajadores, pero 
ellos no son parte en el procedimiento, ca­
reciendo de legitimación procesal. 



3. El art. 29 de la R. D. 098/711 DGRA-AR viola de­
rechos adquiridos por terceras personas al am­
paro de la fe registra!. 

3.1. El art. 29, al ordenar inscribir la R.O. en el 
Registro Público, cuestiona, cuando lo anu­
la, el derecho de los terceros adquirentes 
a título oneroso. 

3.2. El D. L. 18833 recién establece que el Fue­
ro Agrario es quien tiene competencia para 
declarar la nulidad de inscripciones. En con­
secuencia, la misma ley demuestra que an­
tes, cuando se dio la R. D. 098/71 /DGRA-AH, 
carecía de facultades para anular las ins­
cripciones. 

3.3. Por tanto, el art. 29 es nulo por el art. 459 
del Reglamento de Normas Generales de Pro­
cedimientos Administrativos en su inciso a). 

(Según la demandante, la nulidad no provie­
ne de violar derechos adquiridos sino por 
ir contra la ley y por falta de competencia). 

-Con fecha 25-5-71 el juez decreta la admisión de 
la demanda, mandando notificar al Procurador Gene­
ral de la República en el Ramo de Agricultura y a 
la Dirección General de Reforma Agraria y Asenta­
miento Rural aceptándose diversas pruebas y re­
chazando otras por no ser instrumentales. 

En la misma fecha se notifica la Resolución a Huan­
do S. A. por cédula y al Procurador y la DGRA por 

cédula y por Correo. 

-Con fecha 31-5-71 el Procurador General de la Re­
pública en el Ramo de Agricultura contesta negan­
do la demanda y ofreciendo diversas pruebas. 

-Con fecha 1-6-71 e,l Juez da por absuelto el trá­
mite y por aceptada la prueba ofrecida. 

-Con fecha 1-6-71 Huando presenta recurso de ape­
lación contra la Resolución de,l Juzgado de 25-5-71 
en la parte que rechaza determinadas pruebas por 
impertinentes al no ser instrumentales. Se solicita 
la alzada en ambos efectos en virtud del art. 10979 
inc. 49 del Código de Procedimientos Civiles. 

-Con fecha 1-6-71 el Juzgado concede la apelación 
en un solo efecto. 

-Con fecha 1-6-71 Huando deduce la nu'lidad del au­
to (según el recurso porque en rigor se trata de 

un decreto) admisorio de la instancia al haberse 
emplazado a la Dirección General de Reforma Agra­
ria y Asentamiento Rural cuando ella, según la le­
gislación vigente, forma parte del Ministerio de Agri­
cultura y, en consecuencia, será representada en 
juicio por el Procurador respectivo. 

-Por auto de 1-6-71 el Juez deniega la nulidad del 
admisorio de la instancia en base a nutrida juris­
prudencia del Tribunal Agrario en el sentido de que 
la DGRA-AR tiene personería suficiente para aper­
sonarse en cualquier tipo de procedimiento. 

-Con fecha 4-6-71, Huando apela del decreto que re­
chaza la nulidad del admisorio. 

-Con fecha 7-6-71, el Juez emite un auto denegan­
do la apelación por no versar sobre sentencia o 
resolución que pone fin a un procedimiento. 

-Con fecha 8-6-71 el Procurador presenta un recur­
so fundamentando su contradicción de la demanda 
en los siguientes términos: 

1. La referencia al art. 2289 de la Constitución re­
sulta totalmente impertinente pues, este artículo, 
se refiere a procedimientos judiciales y no a ad­
ministrativos como el de Huando. 

2. La DGRA es competente para estudiar este ex­
pediente administrativo de parcelación del Fundo 
Huando porque: 

2.1. La R. D. N9 098-71-DGRA-AR ha sido dicta­
da conforme a los arts. 11239 inc. 39 del 
Código Civil y 459 inc. e) del D. S. 006-67-
JC de 11-11-67. 

2.2. Porque el expediente administrativo había si­
do elevado a su conocimiento por la IV Zo­
na Agraria tal como se aprecia del Memo 
N9 34-D/IV/DZ/71 de 28-1-71. 

3. La demandante señala que el art. 29 de la R.O. 
098/71 /DGRA-AR configura despojo contra los 
compradores de parcelas, pero no toma en cuen­
ta que el art. 39 del D. L. 18833 les da derecho 
preferencial a la adjudicación de las parcelas que 
vengan conduciendo directamente. 
Por tanto, no hay nulidad ni por revivir proceso 
fenecido, ni por incompetencia ni por atentar con­
tra la fe registra!. 

-Con fecha 11-6-71 Huando solicita copias certifica­
das de diversas piezas del proceso a fin de ocu-
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rrir en queja ante el Tribunal Agrario por la Reso­
lución de fecha 7-6-71 en que se deniega la ape­
lación interpuesta. 

-Con fecha 11-6-71, la DGRA contesta la demanda 
negándola en todas sus partes con los siguientes 
argumentos: 

1. La DGRA no ha revivido un proceso fenecido. 

1.1. Citar el art. 2289 de la Constitución no pro­
cede pues éste se refiere a los procesos ju­
diciales y no a procedimientos administrati­
vos. 

1.2. El proceso no estaba fenecido porque aún 
no se había escuchado ni resuelto los re­
cursos del Sindicato que estaban procesal­
mente legitimados por las siguientes reglas: 
Constitución, art. 609; Código Civil, art. IV 
del Título Preliminar; D. S. 006-67-JC. arts. 
29, 49, 59 y 889. 

1.3. Dice la demandante que no hubo apelación 
de la R. D. 031 /69/DZ por ella, que era la 
única legitimada para hacerlo. Ello es fal­
so porque, de acuerdo al art. 1069 del D.S. 
006-67-JC, el recurso de fecha 3-11-69 pre­
sentado por los trabajadores de Huando, de­
be considerarse apelación. 

1.4. Además, no se ha revivido ningún proceso 
fenecido porque las normas de procedimien­
to administrativo permiten anu-lar Resolucio­
nes consentidas cuando agravien el interés 
público (art. 1129 del D. S. 006-67-JC). 

2. La R. D. 098/71 /DGRA-AR no se dictó por órgano 
incompetente y prescindiendo de las normas 
esenciales de procedimiento. 
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2.1. Los trabajadores y el sindicato tenían en el 
procedimiento de parcelación: 

2.1.1. Interé~ directo: porque son los benefi­
ciarios potenciales del procedimiento 
expropiatorio. 

2.1.2. Interés personal: porque son interesa­
dos bien como sindicato, bien como 
personas naturales. 

2.1.3. Interés actual y probado desde varios 
puntos de vista, especialmente labora­
les. 

2.2. Al no haber normas sobre reclamaciones de 
terceros en el D. S. 165-69-AP, el Reglamen­
to de Normas Generales de Procedimientos 
Administrativos funcionaba supletoriamente en 
virtud de su art. 1169. 

3. No se atenta contra la fe registra! porque: 

3.1. No se pide anu !ación de asiento sino trans­

cripción de resolución que el registrador 
puede denegar. 

3.2. Aun cuando el art. 29 de la R. D. 098/711 
DGRA-AR fuese nulo, ello no elimina el vi­
cio de nulidad de la R. D. 031 /69/DZ que 
aprobaba la parcelación de Huando. 

-Con fecha 28-6-71, Huando solicita se le franquee 
por mesa de partes el expediente administrativo de 
parcelación que obra en el expediente en calidad 
de prueba, y que cuando el proceso se encuentre 
en estado de resolver, se autorice al Letrado a in­
formal verbalmente ante el Juez de la causa. 

-Con fecha 28-6-71 el Juez ordenó poner a conoci­
miento de Huando el expediente administrativo soli­
citado y tener presente oportunamente el pedido de 
informe oral. 

-Con fecha 5-7-71 se presentan ante el Juzgado me­
diante un recurso, Zósimo Torres Claros y otros, a 
nombre propio y como dirigentes del Sindicato de 
Trabajadores y Braceros de la Hacienda Huando, so­
licitando se les considere como parte en el juicio 
y exponiendo diversos puntos de vista sobre la par­
celación del fundo Huando. 

-Con fecha 5-7-71, el Juzgado deniega a los recu­
rrentes la solicitud de ser parte en el proceso por 
no tener legitimación pasiva de acuerdo a ley. 

-Con fecha 9-7-71 Torres Claros y otros insisten en 
su pedido de ser considerados parte en el proce­
so, solicitando se les cite de oficio por ser traba­
jadores del fundo Huando. 

-Con fecha 12-7-71 el juzgado decreta no haber lu­
gar al pedido por ser este recurso idéntico al de 
fecha 5-7-71. 

-Con fecha 30-7-71 se notifica al Juzgado por el 
Secretario del Tribunal Agrario que dicho Tribunal 
ha declarado infundada la queja contra la reso1u­
ción de fecha 7-6-71. 



-Con fecha 12-8-71 el Juez pronuncia sentencia con 
el siguiente contenido: 

1. Considerando: 

1.1. Que el presente JUICIO es en esencia de pu­
ro derecho por lo que no son indispensa­
bles todas las instrumentales admitidas por 
el Juzgado. 

1.2. Que no hubo proceso fenecido violando la 
R. D. 098/71 /DGRA-AR el art. 2289 de la 
Constitución, porque dicho artículo está re­

ferido exclusivamente a procesos judiciales. 

1.3. Que la DGRA careció de facultades para co­
nocer el expediente de parcelación de Huan­
do en vía de apelación porque los trabaja­
dores carecían ·en dicho trámite de legitima­
ción procesal, pero sí era competente en 
virtud del art. 1129 del Reglamento de Nor­
mas Generales de Procedimientos Adminis­
trativos. 

1.4. Que el art. 29 de la R. D. 098/71 /DGRA-AR 
no ordenaba anular los asientos sino inscri­
bir la Resolución en los Registros Públicos. 

1.5. Que la R. D. 031 /69/DZ era nula por dos ra­
zones: 

1.5.1. La Resolución autorizaba a subparce­
far cuatro lotes sin los requisitos de 
procedimiento vigentes. 

1.5.2. Porque no se cumplía los requisitos 
legales en lo que a tamaño de las par­
celas resultantes de la parcelación es­
tablecían las normas vigentes. 

2. Fallo: 

Declarando infundada la demanda. 

-Con fecha 13-8-71 se notifica con cédula bajo car­
go la sentencia al Procurador, la DGRA y Huando 
S.A. 

-Con fecha 20-8-71 Huando interpone recurso de 
apelación contra la sentencia de 12-8-71, en los si­
guientes fundamentos: 

1. Causales de nulidad en que incurre la sentencia 
apelada: 

1.1. Frustración de defensa oral no decretada 
por el Juez a pesar de haber sido pedida 

con anterioridad y ordenado tener presente 
oportunamente por el Juzgado: art. 10859 
inc. 139 del Código de Procedimientos Ci­
viles. 

1.2. Vicios de prueba: hay expedientes que no 
fueron ofrecidos ni actuados de oficio y que 
fueron "tenidos a la vista al sentenciar": 
art. 10859 in c. 69 del Código de Procedi­
mientos Civiies. 

1.3. Se estima que es juicio de puro derecho 
cuando dicha connotación la da la litis con­
testatio y no el juez. Además, el art. 19 
del D. L. 18833 habla de "pruebas": art. 
1085 inc. 139 del Código de Procedimien­
tos Civiles. 

1.4. El Juzgado no puede estimar que una prue­
ba admitida en juicio es irrelevante para me­
jor resolver sin actuaria: art. 10859 in c. 59 

y 69 del Código de Procedimientos Civiles 
y 39 acápite del art. 19 del D. L. 18833. 

1.5. Resolución sobre asuntos que no son del 
litigio: se hace una larga exposición sobre 
la nulidad de la R. D .. 031 /69/DZ cuando la 
causa versa sobre la nulidad de la R.O. 098/ 
71 /DGRA-AR: art. 1085 inc. 99 del Código 
de Procedimientos Civiles. 

2. Fundamentos de la apelación: 

2.1. Art. 2289 de la Constitución: 

2.1.1. No puede admitirse que una norma val­

ga por su propio enunciado sino por 
su ubicación sistemática. 

2.1.2. Aunque los actos administrativos son 
en general revocables, hay algunos 
que no lo son: los que declaran de­

rechos y los de los órganos adminis­
trativos con jurisdicción. 

2.2. La DGRA era órgano incompetente para re­
solver: 

2.2.1. Como reconoce el juzgador: la DGRA 
era absolutamente incompetente para 
resolver porque no pudo conocer el 
expediente ni en vía de apelación ni 
de oficio. 
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2.2.2. Respecto al art. 1129 del D. S. 006-
67-JC la s-entencia confunde "disposi­
ciones de orden públlco" con el "in­
terés público", conceptos que no pue­
den ser equiparables. 

Dice el recurso textualmente al res­
pecto: "Por agravio al interés público 
debe y sólo puede entenderse la afec­
tación de un bien o de un derecho 
del Estado, que representa y encarna 
a la sociedad en su conjunto. Es la 
usurpación, la violación o el perjuicio 
para la "cosa pública" (res pública) 
en contraposición con la "cosa priva­
da" (res privada)". 

3. En consecuencia, se solicita al Tribunal Agrario 
declare la nulidad de la Sentencia de Primera 
Instancia y, en su defecto, la revoque. 

-Con fecha 20-8-71 el Juzgado resuelve conceder 
la apelación en ambos efectos. 

-Con fecha 10-9-71 el Fiscal emite dictamen sobre 
el proceso en los siguientes términos: 

1. Errores de fondo de la sentencia: 
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1.1. Desconoce el principio de garantía procesal: 

1.1.1. La R. D. 031/69/DZ había quedado con­
sentida y terceros contrataron con con­
fianza en ello. Admitir que puede anu­
larse dicha resolución es perjudicar 
derechos de terceros y crear el des­
orden dentro del orden. 

1.1.2. La sentencia se basa en el art. 1129 
del D. S. 006-67-SC. Es verdad que 
la norma es oscura pero, entonces, 
debe recurrirse a la supletoria y ésta 
es el art. 2289 de la Constitución. La 
DGRA dice que no se aplica por es­
tar bajo el título de Poder Judicial. 
Sin embargo cabe recordar que el 
art. XXIII del Título Preliminar del Có­
digo Civil señala que los jueces no 
pueden dejar de administrar justicia 
por deficiencia de la ley. En tal caso 
deben aplicar los principios generales 
de derecho. 

1.1.3. Hay lesión del interés público cuando 

se afecta a toda la colectividad y no 
a parte de ella. 

1.2. La sentencia rompe el principio de jerarquía 
de las leyes. 
En efecto, ,fa sentencia da preferencia al D. 
S. 006-67-JC sobre la Ley de Reforma Agra­
ia y Reglamentos. (Se prefiere no abundar 
sobre el punto según el mismo dictamen). 

1.3. La sentencia desconoce la ley. 
Según el art. 19 del D. S. 006-67-JC y la 
disposición final de la Ley 17716, el proce­
cedimiento se debía regir por normas es­
peciales y sólo en su defecto por el Re­
glamento de Normas Generales de Procedi-
mientos Administrativos. En Reforma Agraria 
hay normas especiales de procedimiento. 

1.4. Principio de suyo grave para la Reforma 
Agraria. 
El art. 60 del D. L. 17716 establece la i rre­
versibilidad del procedimiento de afectación 
o de expropiación y la sentencia contravie­
ne dicho principio. 

2. Errores de procedimiento. 

2.1. El proceso de impugnación no es de puro 
derecho. 

Lo dice textualmente el D. L. 18833; lo acep­
ta el juez al aceptar pruebas y, además, tal 
calificación debe hacerse luego de la répli­
ca y/ o dúplica, cuando el juez aprecia la na­
turaleza de la causa. Además, el juez no 
puede calificar de ,irrelevantes pruebas que 
no conoce. 

2.2. La sentencia se pronuncia sobre hechos no 
controvertidos. No está en discusión la R. 
D. 031/69/DZ: art. 10749 inc. 19 del Código 
de Procedimientos Civiles. 

2.3. La sentencia no se apoya en el mérito del 
proceso: 

2.3.1. El juez aplica de oficio el art. 112<? 
del Reglamento de Normas Generales 
de Procedimientos Administrativos olvi­
dando que esa facultad es para usar­
se sólo en favor de campesinos. 

2.3.2. El argumento del art. 1129 del Regla­
mento de Normas Generales de Proce-



dimjentos Administrativos, aparece del 
escrito de la DGRA en este proceso 
y no de la R. D. impugnada (art. 19749 
inc. 39 del Código de Procedimientos 
Civiles). 

2.4. Actuación de pruebas sin citación de parte. 
Se ha tenido a la vista pruebas ni ofrecidas 
ni solicitadas de oficio (art. "10859 inc. 69 
el Código de Procedimientos Civiles). 

Por tanto, opina por la nulidad e insubsistencia 
de la sentencia recurrida. 

-Con fecha 19-10-71 el Tribunal Agrario pronuncia 
sentencia en los siguientes términos: 

1. Considerando: 

1.1. Que la falta de informe oral no causa inde­
fensión ni tiene como pena la nulidad por 
lo que no es aplicable el art. 10859 in c. 
139 del Código de Procedimientos Civiles. 

1.2. Oue el que se haya tenido a la vista los 
expedientes acumulados seguidos por los 
compradores de parcelas sin ser ofrecidos 
u ordenados de oficio en calidad de prue­
ba no perjudica a Huando por lo que es 
aplicable el tercer párrafo del art. 1669 del 
D. L. 17716 (Texto Unico Concordado). 

1.3. Que el juzgador está autorizado para pres­
cindir al sentenciar de pruebas instrumenta­
les ofrecidas y admitidas si considera que 
no son imprescindibles y si ha hecho las 
gest!ones necesarias para obtenerlas, máxi­
me si tiene plazos para administrar justicia 
y si las pruebas no actuadas son ajenas al 
caso. 

1.4. Que no se ha tramitado el expediente como 
da puro derecho sino de acuerdo al D. L. 
18833. 

1.5. Que la parte resolutiva de la sentencia se 
pronuncia sólo sobre la validez de la R.D. 
098/71 /DGRA-AR que es materia de este pro­
ceso. 

1.6. Que el art. 1129 del Reglamento de Normas 
Generales de Procedimientos Administrativos 
es un principio general de Derecho Adminis­
trativo que no puede desconocer ninguna 
ley o reglamento especial porque el acto ad­
ministrativo con vicio de nulidad no puede 
convalidarse ni por falta de recurso ni por 
transcurso del tiempo. 

1.7. Que los conceptos de "interés público", 
"utilidad pública" y "necesidad pública" res­
ponden a imperativos de justicia y a exigen­
cias socio-económicas de la sociedad don­
de se aplican. 

1.8. Que de los artículos 19 y 29 del Decreto 
Ley 17716 se desprende que la Reforma 
Agraria persigue la justicia social en el cam­
po y forma parte de la política nacional de 
desarrollo, lo que interesa a toda la colec­
tividad y no sólo a un sector o grupo y 
por tanto la parcelación de cualquier fundo 
es acto de interés general por lo que la 
violación de las normas de Reforma Agraria 
causan manifiesto agravio al Interés público. 

1.9. Que la R. D. 098/71 /DGRA-AR no dispone la 
inscripción de nulidad de parcelación en los 
Registros Públicos. 

2. Confirmaron la apelada. 

-Con fecha 25-10-71, por orden del Presidente del 
Tribunal Agrario, el relator-secretario devuelve los 
autos al Juez de Tierras que conoció en Primera 
Instancia. 

-Con fecha 25-10-71 el Juez de Tierras decreta: 
"Por devueltos, cúmplase lo ejecutoriado". 

En efecto, la sentencia de preferencia al D. 
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